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Señores 
JUECES ADMINISTRATIVOS DE BOGOTÁ 

Reparto 
Carrera 57 # 43-91  
https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/demandaenlinea 

Bogotá 
 
 
 

REFERENCIA: Demanda de nulidad simple con solicitud de medida cautelar 
 
MEDIO DE CONTROL Nulidad simple 
DEMANDANTES MARÍA SUSANA MUHAMAD GONZÁLEZ, 

HEIDY SÁNCHEZ BARRETO, ANA TERESA 

BERNAL MONTAÑEZ y MARÍA VICTORIA 

VARGAS SILVA 
DEMANDADA Curadora Urbana. No. 3 de Bogotá. ANA MARÍA 

CADENA TOBÓN 
DISPOSICIÓN DEMANDADA Resolución 11001-3-20-0980 del 26 de junio de 

2020, mediante la cual se otorgó licencia de 

urbanización y construcción a la Urbanizadora 

Marval. 
 
 
Respetado Sr. Juez. 

 
 
MARÍA  SUSANA  MUHAMAD  GONZÁLEZ,  HEIDY  SÁNCHEZ  BARRETO, ANA 

TERESA BERNAL MONTAÑEZ y MARÍA VICTORIA VARGAS SILVA, identificadas 
como aparece al pie de nuestras firmas, concejalas de Bogotá (Anexo 1. CC y 
certificación de posesión), actuando en nombre propio, en ejercicio del medio de control 
previsto en el artículo137 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo -CPACA- -Ley 1437 de 20111-, de manera respetuosa acudimos ante esa 
 
 
 

 

1ARTÍCULO 137. NULIDAD. Toda persona podrá solicitar por sí, o por medio de representante, que se declare la 

nulidad de los actos administrativos de carácter general. 
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Alta Corporación para solicitar que se declare la NULIDAD de la Resolución 11001-3-20- 
0980 del 26 de junio de 2020(Anexo 2), mediante la cual la Curadora Urbana. No. 3 de 

Bogotá.ANA MARÍA CADENA TOBÓN otorgó licencia de urbanización y construcción a la 

URBANIZADORA MARIN VALENCIA S.A. fideicomitente del Patrimonio Autónomo 

FIDEICOMISO FUNDACION OTERO BANCAFE para los predios ubicados en la AK 86 8 

35 (ACTUAL) / AK 86 8F 35 (ACTUAL) / AK 86 8F 41 (ACTUAL) / KR 87B 8 02 (ACTUAL) 
/ KR 87B 8 30 (ACTUAL) /KR 87B 8A 02 (ACTUAL), ubicados en la Localidad de 
Kennedy, Bogotá, D.C. Así mismo, solicitamos que como medida cautelar, suspenda los 

efectos de la referida resolución. 

 
Para mayor claridad, la presente acción de nulidad se desarrollará conforme a las 
siguientes secciones: 

 
 

 

I. SINTESIS DE LA DEMANDA 
 

II. PRESUPUESTOS PROCESALES 
1. ACTO ADMINISTRATIVO DEMANDADO 
2. PERTINENCIA Y OPORTUNIDAD 
3. LEGITIMACIÓN 
4. COMPETENCIA Y TRÁMITE 
5. DESIGNACIÓN DE LAS PARTES 

 

III. PRETENSIONES 
IV. SOLICITUD DE MEDIDAS CAUTELARES 

 

V. HECHOS Y OMISIONES 
 

VI. FUNDAMENTOS DE DERECHO DE LAS PRETENSIONES 
 
 

 

Procederá cuando hayan sido expedidos con infracción de las normas en que deberían fundarse, o sin competencia, o en 

forma irregular, o con desconocimiento del derecho de audiencia y defensa, o mediante falsa motivación, o con desviación 

de las atribuciones propias de quien los profirió. 

También puede pedirse que se declare la nulidad de las circulares de servicio y de los actos de certificación y registro. 

Excepcionalmente podrá pedirse la nulidad de actos administrativos de contenido particular en los siguientes casos: 

1. Cuando con la demanda no se persiga o de la sentencia de nulidad que se produjere no se genere el restablecimiento 

automático de un derecho subjetivo a favor del demandante o de un tercero. 

2. Cuando se trate de recuperar bienes de uso público. 
3. Cuando los efectos nocivos del acto administrativo afecten en materia grave el orden público, político, económico, 

social o ecológico. 

4. Cuando la ley lo consagre expresamente. 

(…) 
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1. CONCEPTO DE LA VIOLACIÓN. CARGO 
2. NORMAS VIOLADAS. 
3. CAUSALES DE NULIDAD. 

 

VII. PRUEBAS Y ANEXOS 
 

VIII. NOTIFICACIONES 
 

De conformidad con lo anterior, tenemos: 
 

 

 

I. SINTESIS DE LA DEMANDA 

 
 

 

Con la presente demanda se pretende el restablecimiento del orden jurídico vulnerado por 
la decisión de la Curadora Urbana. No. 3 de Bogotá -ANA MARÍA CADENA TOBÓN- al 
expedir la Resolución 11001-3-20-0980 del 26 de junio de 2020, mediante la cual otorgó 

licencia de urbanización y construcción a la URBANIZADORA MARIN VALENCIA S.A. (a 

futuro Marval) fideicomitente del Patrimonio Autónomo FIDEICOMISO FUNDACION 

OTERO BANCAFE para los predios ubicados en la AK 86 8 35 (ACTUAL) / AK 86 8F 35 

(ACTUAL) / AK 86 8F 41 (ACTUAL) / KR 87B 8 02 (ACTUAL) / KR 87B 8 30 (ACTUAL) 
/KR 87B 8A 02 (ACTUAL), ubicados en la Localidad de Kennedy, Bogotá, D.C. El predio  
en cuestión es conocido como Otero de Francisco o Humedal El Burrito, ubicado en la 

localidad de Kennedy del Distrito Capital, por cuanto desconoció las normas a las que 

debía someterse, poniendo en riesgo, no solo el ordenamiento jurídico asociado a las 

licencias urbanísticas, el patrimonio ambiental, cultural, social que representa para Bogotá 

el denominado Humedal El Burrito, el cual tiene una tutela judicial reforzada, debido a que 

se trata de un ecosistema estratégico para la conservación y en tal virtud, debe estar bajo 

protección del Estado, sino además, generando de esta manera efectos nocivos y 

afectando en materia grave el orden público, político, económico, social y ecológico del 
D.C. 

1. Los predios en los cuales la Urbanizadora Marval solicitó la licencia de 

urbanización y construcción en las modalidades de cerramiento y obra nueva, no 

es un área cualquiera, hizo parte del Humedal El Burro, fue separado por la 

Avenida Ciudad de Cali y es un ecosistema de importancia estratégica para la 

conservación en el D.C., conocido como Humedal El Burrito. 
2. Existe un proceso judicial, acción popular, que dio como resultado la expedición de 

la Sentencia del 16 de agosto de 2007, la Sección Tercera, Sala de lo Contencioso 

Administrativo del Consejo de Estado, Radicación número: AP- 
25000322500020040099201, mediante el cual se declararon violados los derechos 

e intereses colectivos a la moralidad administrativa, a la defensa del patrimonio 
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público y al goce de un ambiente sano por parte del Departamento Administrativo 
de Planeación Distrital de Bogotá, con respecto a la afectación del Humedal El 
Burro y en virtud del cumplimiento de dicho fallo, se han adelantado una serie de 

acciones para garantizar la conectividad entre los Humedales El Burro y El Burrito, 
conectividad que no se puede materializar, si se desarrollan las obras urbanísticas 

autorizadas por la Curaduría Urbana No. 3 de Bogotá. 
3. El Humedal El Burrito, contó con una medida de protección dictada por la 

Secretaría Distrital de Ambiente en 2012 que impedía ciertas intervenciones, entre 

ellas las urbanísticas (Resolución 1238) por la importancia del ecosistema que 

albergaba. Esta Resolución fue derogada mediante la Resolución 03643 del 16 de 

diciembre de 2019. 
4. El 27 de diciembre de 2019, la Urbanizadora Marval solicitó ante la Curaduría 

Urbana No. 3 de Bogotá, licencia urbanística para construir en el predio conocido 

como Otero de Francisco o Humedal El Burrito. 
5. Mediante escrito del 23 de enero de 2020, la Procuradora Judicial 30 Ambiental y 

Agraria de Bogotá, solicitó a la Curaduría Urbana No. 3 de Bogotá, adoptar las 

medidas preventivas necesarias para evitar el otorgamiento de la licencia de 
construcción que se adelantaba sobre el Humedal El Burrito.(Anexo 3) 

6. La Urbanizadora Marval S.A. desistió de la solicitud del trámite de licencia de 
construcción y mediante el Auto de Archivo 11001-3-20-0316 del 14 de febrero de 

2020, la Curadora urbana No. 3 de Bogotá aceptó el desistimiento de la dicha 

solicitud y ordenó el archivo del expediente correspondiente. 
7. La Urbanizadora Marval radicó ante la Curaduría Urbana No. 3 de Bogotá, el 15 de  

abril  de  2020,  la  solicitud  de  licencia  de  urbanización  y  construcción  en  las 

modalidades  de  cerramiento  y  obra  nueva,  es  decir,  cuando  las  curadurías 

urbanas aun no podían prestar estos servicios por mandato del gobierno nacional. 
Solamente a partir del 27 de abril, en virtud de lo dispuesto en el Decreto 593 del 
24 de abril de 2020, las curadurías urbanas podían reanudar la prestación de sus 

servicios   para   la   expedición   de   licencias  urbanísticas,   debido   a   que   se 

suspendieron desde el día 25 de marzo de 2020, en virtud de la expedición del 
Decreto 457 del 22 de marzo por parte del presidente de la República, de manera 

que se dio inicio a un trámite que no estaba autorizado por la ley, debido a las 

medidas de aislamiento preventivo obligatorio decretadas por el gobierno nacional. 
8. La Curaduría Urbana No. 3 de Bogotá, no citó mediante correo certificado a los 

vecinos colindantes del inmueble objeto de la solicitud de licencia urbanística para 

que se hicieran parte y hacer valer sus derechos, tal y como se dispone en el 
Artículo 2.2.6.1.2.2.1 del Decreto 1077 de 2015. 

9. La publicación en un diario de amplia circulación nacional, que suple la 

“imposibilidad” de citar a los vecinos colindantes, fue efectuada el día 30 de junio 
de 2020, en el Diario El Nuevo Siglo, esto es, cuatro (4) días después de que la 

Curaduría  Urbana  No.  3  de  Bogotá,  otorgara  la  licencia  de  urbanización  y 
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construcción en las modalidades de cerramiento y obra nueva (26 de junio) a la 
Urbanizadora Marval, desconociendo lo dispuesto en el Artículo 2.2.6.1.2.2.1 del 
Decreto 1077 de 2015. 

10. La Curaduría Urbana No. 3, permitió y avaló que la Urbanizadora Marval instalara 
la valla de advertencia a terceros sobre la iniciación del trámite administrativo 

tendiente a la expedición de la licencia urbanística en medio del aislamiento 

preventivo obligatorio ordenado por el gobierno nacional debido a la pandemia 

ocasionada por el coronavirus COVID-19 y de las medidas adoptadas por la 

Alcaldía Mayor de Bogotá, que en el caso de la localidad de Kennedy, en tres (3) 
ocasiones, fueron más restrictivas que en el resto de localidades y donde, la 

responsabilidad del autocuidado, no exponerse saliendo de la residencia, salvo 

para casos excepcionales, fue la regla general, entre el 20 de marzo hasta el 1 de 

septiembre, de manera que no era factible visualizar la valla instalada de 

advertencia de parte de la citada urbanizadora. Adicionalmente, de las sanciones 

de carácter policivo a que era sometido, quien incumpliera dichas disposiciones. 
11. La fijación de la valla y el otorgamiento de la licencia de urbanización y 

construcción en las modalidades de cerramiento y obra nueva otorgada por la 

Curaduría Urbana No. 3, en medio del aislamiento preventivo obligatorio traslada 

una carga desproporcionada a los vecinos colindantes del predio donde pretende 

realizarse la construcción, cuanto fue el Estado en aras de garantizar nuestra vida, 
salud e integridad, quien estableció estas medidas, que nos impedían salir de 

nuestras casas, salvo contadas excepciones, y que la Curaduría al otorgar la 

licencia urbanística desconoce, poniendo a prevaler el interés particular del 
constructor sobre el general, cual es la salud y vida de la población y 

desconociendo la prevalencia del derecho sustancial, que es la efectividad en la 

garantía de derechos de los asociados, frente a un trámite, que ni siquiera cumplió 

con el procedimiento legal. 
12. En las respuestas brindadas a la Concejala María Susana Muhamad González 

(Anexo 4) y a la Congresista María José Pizarro (Anexo 5), la Curadora Urbana 

No. 3 de Bogotá, señaló que durante el aislamiento preventivo obligatorio era 

factible leer la valla, por cuanto se podían sacar a pasear las mascotas y hacer 
deporte, siendo esta una respuesta displicente y grosera, que no consulta con la 

gravedad de la situación que se presentó y se presenta en la localidad, en el D.C. 
y en el país, de manera que antepuso el riesgo sobre la prevención y la forma 

sobre lo sustancial, como es el respeto por la salud y la vida de las personas y el 
cumplimiento de la ley; adicionalmente, las actividades deportivas estuvieron 

restringidas durante casi todo el aislamiento preventivo y cuando se pasean 

mascotas, no se está al tanto de las posibles vallas y avisos que hubiesen fijado, 
incluso, esa podía ser causal de comparendo por parte de la Policía Nacional. 

13. La Curadora Urbana No. 3 de Bogotá era consciente de la situación que se 

presentaba en la localidad de Kennedy, por cuanto fue un hecho notorio, no 
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obstante, desbordando el principio de legalidad y la buena fe, permitió la fijación 
de la valla en cuestión, la avaló y otorgó la licencia urbanística citada, mientras 

permanecíamos encerrados en nuestras residencias. 
 

Con la actuación de la Curadora Urbana No. 3 de Bogotá al expedir la Resolución 11001 - 
3-20-0980 del 26 de junio de 2020, mediante la cual se otorgó licencia de urbanización y 

construcción a la Urbanizadora Marval, se configuran las causales de nulidad previstas en 

el artículo 137 de la Ley 1437 de 2011 -Por la cual se expide el Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo-, con respecto de los actos 

administrativos de contenido particular “3. Cuando los efectos nocivos del acto 

administrativo afecten en materia grave el orden público, político, económico, social o 

ecológico”, situación que en este caso, resulta evidente, además, de desconocer de 

manera grave el principio de legalidad. 
 

A lo anterior, se suman causales como haber expedido la Resolución 11001-3-20-0980 

del 26 de junio de 2020 mediante la cual otorgó la licencia urbanística citada: 
 

1. con infracción de las normas en que deberían fundarse 
2. en forma irregular 
3. Con desconocimiento del derecho de audiencia y defensa 
4. mediante falsa motivación 
5. con desviación de las atribuciones propias de quien lo profirió. 

 
Esto, por cuanto con la decisión en cuestión, se afectaron intereses generales, como el 
ambiente sano, el espacio público y el deber cualificado de protección ambiental, en 

cabeza del Estado y de los particulares que prestan funciones públicas. 
 

Precisado lo anterior, conforme al artículo 137 del CPACA en la presente demanda se 

demostrará que se configuran las causales en las que se fundamenta la solicitud de 

nulidad (y de suspensión provisional) de la Resolución 11001-3-20-0980 del 26 de junio 

de 2020expedida por la Curadora Urbana No. 3 de Bogotá. 
 

 

 

II. PRESUPUESTOS PROCESALES 

 
 

 

1. ACTO ADMINISTRATIVO DEMANDADO 
 

 

 

En ese aparte, debe señalarse que se demanda y solicita la nulidad en su integridad de la 

Resolución  11001-3-20-0980  del  26  de  junio  de  2020mediante  la  cual  la  Curadora 
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Urbana. No. 3 de Bogotá. ANA MARÍA CADENA TOBÓN otorgó licencia de urbanización 
y construcción a la URBANIZADORA MARIN VALENCIA S.A. fideicomitente del 
Patrimonio Autónomo FIDEICOMISO FUNDACION OTERO BANCAFE para los predios 

ubicados en la AK 86 8 35 (ACTUAL) / AK 86 8F 35 (ACTUAL) / AK 86 8F 41 (ACTUAL) / 
KR 87B 8 02 (ACTUAL) / KR 87B 8 30 (ACTUAL) /KR 87B 8A 02 (ACTUAL), ubicados en 

la Localidad de Kennedy, Bogotá, D.C., la cual por su extensión y complejidad, no se 

transcribe, sino que se anexa en medio digital (Anexo 2). 
 

De conformidad con el artículo 182 del Decreto ley 019 de 2012, “La licencia urbanística 

es el acto administrativo de carácter particular y concreto”, de manera que la Curaduría 

Urbana No. 3 de Bogotá procedió a efectuar a la Urbanizadora Marval la notificación 

electrónica de la Resolución 11001-3-20-0980 del 26 de junio de 2020, conforme se 

dispone en el artículo 4 del Decreto legislativo 491 de 2020 “Por el cual se adoptan 
medidas de urgencia para garantizar la atención y la prestación de los servicios por parte 

de las autoridades públicas y los particulares que cumplan funciones públicas y se toman 

medidas para la protección laboral y de los contratistas de prestación de servicios de las 

entidades públicas, en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social y 

Ecológica” y quedó en firme el 3 de agosto del año en curso, según se expresó por dicha 
Curadora mediante comunicación recibida vía correo electrónico el día 4 de septiembre de 
2020, dirigido a la Concejala María Susana Muhamad González. (Anexo 4). 

 
La licencia urbanística otorgada por la ambiental otorgada por la Curadora Urbana. No. 3 
de Bogotá ANA MARÍA CADENA TOBÓN a la Urbanizadora Marval, desconoció el marco 
legal que regula la materia, no solo viola disposiciones que son de orden público conforme 
se dispone en el artículo 13 de la Ley 1564 de 2012 “Por medio de la cual se expide el 

Código General del Proceso y se dictan otras disposiciones”2, sino que además, pone en 
riesgo el régimen jurídico imperante en materia de licencias urbanísticas, de ordenamiento 
territorial e incluso, en materia ambiental, representado en un importante ecosistema 
estratégico para el D.C., en especial a las comunidades aledañas al Humedal El Burrito, 
que por años han luchado por su recuperación, que habían en la Localidad de Kennedy, 
las más afectada por la contaminación del aire, donde una zona verde, el espacio público, 
resulta fundamental, y finalmente, desconoce un fallo judicial, como antes se expresó. 

 
La nulidad que se solicita -mediante el presente mecanismo de control constitucional- en 

contra de la Resolución 11001-3-20-0980 del 26 de junio de 2020 de la Curadora Urbana. 
No. 3 de Bogotá, tiene razón de ser en el incumplimiento sistemático de las normas en 

que debía fundarse la decisión (violación del principio de legalidad) y a que, en virtud de 
 
 

 

2 
Artículo  13. Observancia de normas procesales. Las normas procesales son de orden público  y, por 

consiguiente, de obligatorio cumplimiento, y en ningún caso podrán ser derogadas, modificadas o sustituidas 

por los funcionarios o particulares, salvo autorización expresa de la ley. 
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dicha situación, se generaron “efectos nocivos del acto administrativo afecten en materia 
grave el orden público, político, económico, social o ecológico”. 

 
 

 

2. PERTINENCIA Y OPORTUNIDAD 
 

 

 

De conformidad con lo previsto en el artículo 137 y en consonancia con dispuesto en el 
artículo 164de la Ley 1437 de 2011 -Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo -CPACA-, es pertinente presentar esta acción de nulidad en 

contra de nulidad de la Resolución 11001-3-20-0980 del 26 de junio de 2020, mediante la 

cual la Curadora Urbana. No. 3 de Bogotá ANA MARÍA CADENA TOBÓN, otorgó licencia 

de urbanización y construcción a la Urbanizadora Marval para los predios que conforman 

el denominado Humedal El Burrito – Otero de Francisco, debido a que se configuran 

causales de nulidad previstas en el CPACA y puede ser presentada en cualquier tiempo y 

por cualquier persona. 
 

Señala esta disposición: 
 

ARTÍCULO 137. NULIDAD. Toda persona podrá solicitar por sí, o por medio de 

representante, que se declare la nulidad de los actos administrativos de carácter 
general. 
Procederá cuando hayan sido expedidos con infracción de las normas en que 

deberían fundarse, o sin competencia, o en forma irregular, o con desconocimiento 

del derecho de audiencia y defensa, o mediante falsa motivación, o con desviación 

de las atribuciones propias de quien los profirió. 
 

También puede pedirse que se declare la nulidad de las circulares de servicio y de 

los actos de certificación y registro. 
 

Excepcionalmente podrá pedirse la nulidad de actos administrativos de contenido  
particular en los siguientes casos: 
1. Cuando con la demanda no se persiga o de la sentencia de nulidad que se 

produjere no se genere el restablecimiento automático de un derecho subjetivo a 

favor del demandante o de un tercero. 
2. Cuando se trate de recuperar bienes de uso público. 
3. Cuando los efectos nocivos del acto administrativo afecten en materia grave el  
orden público, político, económico, social o ecológico. 
4. Cuando la ley lo consagre expresamente. 
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Sobre la configuración de las causales de nulidad, nos ocuparemos en las Secciones 
IV. HECHOS    Y    OMISIONES    y    V.FUNDAMENTOS    DE    DERECHO    DE    LAS 
PRETENSIONES de la presente demanda. 

 
Con su actuación, la Curadora Urbana. No. 3 de Bogotá ANA MARÍA CADENA TOBÓN 

desconoció elementos estructurales de nuestro Estado social de derecho, tales como el 
cumplimiento de los fines esenciales del Estado, el principio de legalidad, la necesidad de 

conservar y proteger el patrimonio natural de la nación, la prevalencia del interés general 
representado en ese patrimonio natural. 

 
En cuanto a la oportunidad para la interposición de la demanda de nulidad, en el artículo 
164 de la Ley 1437 de 2011 -CPACA- se dispone: 

 
Artículo 164. Oportunidad  para  presentar  la  demanda. La  demanda  deberá  ser 
presentada: 

1. En cualquier tiempo, cuando: 
a) Se pretenda la nulidad en los términos del artículo 137 de este Código; 

 
Por lo anterior, se cumple con los requisitos de pertinencia y oportunidad, a lo que se 

debe agregar que por una serie de circunstancias que aquí se expondrán, resulta posible 

que mediante esta acción se restaure el orden jurídico vulneradoy se evite un perjuicio 

irreparable al patrimonio natural del Distrito Capital y a las comunidades aledañas al 
Humedal El Burrito. 

 
 

 

3.  LEGITIMACIÓN 
 

 

 

Según lo dispuesto en el artículo 137 de la Ley 1437 de 2011 -Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo -CPACA- actuando en nombre propio y 

como concejalas de Bogotá, nos encontramos facultadas para presentar esta acción de 

nulidad en contra de la Resolución 11001-3-20-0980 del 26 de junio de 2020, expedida 

por la Curadora Urbana. No. 3 de Bogotá ANA MARÍA CADENA TOBÓN. 
 

Señala la referida disposición: 
 

Ley 1437 de 2011. CPCA 
Artículo 137- Nulidad. Toda persona podrá solicitar por sí, o por medio de representante, 
que se declare la nulidad de los actos administrativos de carácter general. 

 
 

 

4. COMPETENCIAY TRÁMITE 
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El competente para el estudio del presente caso, mediante el que se cuestiona por medio 

del control de Nulidad Simple la validez de la Resolución 11001-3-20-0980 del 26 de junio 

de 2020, expedida por la  Curadora Urbana. No. 3 de Bogotá ANA MARÍA CADENA 

TOBÓN, son los jueces administrativos de acuerdo con el artículo 155de la Ley 1437 de 

2011 -Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo - 
CPACA- que dispone: 

 

ARTÍCULO  155.  COMPETENCIA  DE  LOS  JUECES  ADMINISTRATIVOS  EN 
PRIMERA INSTANCIA. Los jueces administrativos conocerán en primera instancia 

de los siguientes asuntos: 
 

1. De los de nulidad de los actos administrativos proferidos por funcionarios u 

organismos del orden distrital y municipal, o por las personas privadas sujetas a 

este régimen del mismo orden cuando cumplan funciones  
administrativas.(Subrayado fuera de texto). 

 
Como se expresó, la presente acción de nulidad se interpone en contra de la Resolución 

11001-3-20-0980 del 26 de junio de 2020, expedida por la Curadora Urbana. No. 3 de 

Bogotá ANA MARÍA CADENA TOBÓN. 

 
En ese sentido, debe señalarse que de conformidad con el artículo 9 de la Ley 810 de 

2003 “Por medio de la cual se modifica la Ley 388 de 1997 en materia de sanciones 

urbanísticas y algunas actuaciones de los curadores urbanos y se dictan otras 

disposiciones”, por el cual se modifica el artículo 101 de la Ley 388 de 1997, los curadores 
urbanos, son particulares que ejercen funciones públicas, señala dicho artículo: 

 

ARTÍCULO 9. El artículo 101 de la Ley 388 de 1997 quedará así: 
 

Artículo 101. Curadores urbanos. El curador urbano es un particular encargado  
de estudiar, tramitar y expedir licencias de parcelación, urbanismo, construcción o  
demolición, y para el loteo o subdivisión de predios, a petición del interesado en 

adelantar proyectos de parcelación, urbanización, edificación, demolición o de 

loteo o subdivisión de predios, en las zonas o áreas del municipio o distrito que la  
administración municipal o distrital le haya determinado como de su jurisdicción. 

 

La curaduría urbana implica el ejercicio de una funció n pública para la verificación  
del cumplimiento de las normas urbanísticas y de edificación vigentes en el distrito  
o municipio, a través del otorgamiento de licencias de urbanización y de 

construcción. 
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(…). 
 
Sobre este aspecto, el CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO,   SECCIÓN   SEGUNDA,   SUBSECCIÓN   B,   Consejera   Ponente: 
SANDRA LISSET IBARRA VÉLEZ, 09 de febrero de 2017. No. de Referencia: 
110010325000201400942 00, No. Interno: 2905-2014, Demandante: Jairo Benjamín 

Villegas Arbeláez, reconoció la calidad de particular que presta funciones públicas por 
parte de los curadores urbanos, así: 

 

El artículo 9º. de la Ley 810 de 2003, en los incisos 1° y 2°, ratificó la condición del 
curador urbano como particular que presta funciones públicas, la cual ya había 

sido establecida por el legislador en el artículo 50 del Decreto Ley 2150  de 

1995[65] y en los incisos 1° y 2° del artículo 101 original de la Ley 388 de 1997. 

 
En ese orden de ideas, conforme al artículo 155 del CPACA y en atención a que la 

Curadora Urbana No. 3 de Bogotá, es una particular que presta funciones públicas y que 

su jurisdicción, es el Distrito Capital, la competencia para conocer de la presente 

demanda de nulidad, en primera instancia, la tienen los jueces administrativos de la 

Capital de la República. 
 

 

 

5.  DESIGNACIÓN DE LAS PARTES 
 

 

 

Es parte demandada la Curaduría Urbana. No. 3 de Bogotá, representada por la 

arquitecta ANA MARÍA CADENA TOBÓN, quien es la Curadora Urbana y quien expidió la 

Resolución 11001-3-20-0980 del 26 de junio de 2020, objeto de la presente demanda de 

nulidad. 

 
Como se expresó en el acápite anterior, de conformidad con el artículo 9 de la Ley 810 de 

2003 “Por medio de la cual se modifica la Ley 388 de 1997 en materia de sanciones 

urbanísticas y algunas actuaciones de los curadores urbanos y se dictan otras 

disposiciones”, por el cual se modifica el artículo 101 de la Ley 388 de 1997, los curadores 
urbanos, son particulares que ejercen funciones públicas. 

 
La sede de la Curaduría Urbana No. es la Autopista Norte. #95-31 de Bogotá. 

Es parte demandante: 
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María Susana Muhamad González 

C.C. 32.878.095 de Bogotá 
Correo-e: msmuhamad@concejobogota.gov.co 

 
 
 

Ana Teresa Bernal Montañez 
C.C. 41.688.001 
Correo-e: atbernal@concejobogota.gov.co 

 
 
 

Heidy Lorena Sánchez Barreto 
C.C. 1.019.031.594 
Correo-e: hlsanchez@concejobogota.gov.co 

 
 

María Victoria Vargas Silva 

CC. 41.637.657 
Correo-e: mvvargas@concejobogota.gov.co 

 
 
 

Las cuatro (4) demandantes nos encontramos domiciliadas en Bogotá, y actuamos en 

nombre propio y en calidad de concejalas de Bogotá. 
 

 

 

III. PRETENSIONES 
 

 

De conformidad con lo expuesto, de manera respetuosa solicito al Sr. Juez como 
mecanismo transitorio: 
1. Que declare la nulidad de la Resolución 11001-3-20-0980 del 26 de junio de 2020, 
expedida por la Curadora Urbana. No. 3 de Bogotá ANA MARÍA CADENA TOBÓN 

mediante la cual otorgó licencia de urbanización y construcción en las modalidades de 

cerramiento y obra nueva a la Urbanizadora Marval para edificar en el Humedal El Burrito, 
localizado en la Localidad de Kennedy, D.C. 

 

2. De igual manera, se solicita pronunciarse sobre la nulidad de las demás disposiciones 

legales que puedan ser vulneradas por la resolución demandada y sobre las normas que 

conforman unidad normativa. 
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Juramento. Manifestamos bajo la gravedad del juramento no haber interpuesto igual 

demanda con las pretensiones aquí contenidas. 

 
 

 

IV. MEDIDAS CAUTELARES 

 
 

 

Respetado Sr. Juez, al tenor de lo establecido en el artículo 238 de la Constitución 

Política3, en consonancia con lo dispuesto en los artículos 229 y siguientes del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo CPACA- -Ley 1437 de 

20114 de manera respetuosa solicitamos que decrete medida cautelar consistente en la 
SUSPENSIÓN PROVISIONAL de la Resolución 11001-3-20-0980 del 26 de junio de 
2020, expedida por la Curadora Urbana. No. 3 de Bogotá ANA MARÍA CADENA TOBÓN, 
mediante la cual otorgó licencia de urbanización y construcción en las modalidades de 
cerramiento y obra nueva a la Urbanizadora Marval para edificar en el Humedal El Burrito, 
localizado en la Localidad de Kennedy, 

 

La presente solicitud de suspensión provisional, se presenta en ejercicio de la demanda 

de nulidad simple prevista en el artículo 137 del Código de Procedimiento Administrativo y 

de lo Contencioso Administrativo -CPACA- (Ley 1437 de 2011), por ser evidente la 

transgresión del ordenamiento jurídico colombiano, en particular de lo dispuesto en el 
Decreto 1077 de 2015, como se pasará a demostrar y por cuanto con la expedición de la 

Resolución demandada, se ocasionan efectos nocivos, que afectan en materia grave el 
orden público, político, económico, social y ecológico. 

 
A la fecha, la Urbanizadora Marval no ha dado inicio a las obras constructivas en el 
referido humedal, de manera que no se ha ocasionado un perjuicio irremediable y por 
cuanto, reiterada jurisprudencia de la Corte constitucional y del Consejo de Estado, han 

reiterado que en materia urbanística, no se generan derechos adquiridos, mucho menos si 
estos son producto de actuaciones irregulares de parte de funcionarios o particulares que 

 
 
 

 

3 
La jurisdicción de lo contencioso administrativo podrá suspender provisionalmente, por los motivos y con los requisitos 

que establece la ley, los efectos de los actos administrativos que sean susceptibles de impugnación por vía judicial. 
4ARTÍCULO  229.  PROCEDENCIA  DE  MEDIDAS  CAUTELARES. En  todos  los  procesos  declarativos  que  se 

adelanten ante esta jurisdicción, antes de ser notificado, el auto admisorio de la demanda o en cualquier estado del 

proceso, a petición de parte debidamente sustentada, podrá el Juez o Magistrado Ponente  decretar,  en  providencia 

motivada, las medidas cautelares que considere necesarias para proteger y garantizar, provisionalmente, el objeto del 

proceso y la efectividad de la sentencia, de acuerdo con lo regulado en el presente capítulo. 

La decisión sobre la medida cautelar no implica prejuzgamiento. 
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cumplen funciones públicas y están encargados de velar por el acatamiento de la 
Constitución Política y de la ley, como se demostrará a continuación. 

 

En ese orden de ideas, según lo dispuesto en el artículo 238 de la Constitución Política de 

1991 y los artículos 229 y siguientes del CPACA, y en consideración a que la Resolución 

11001-3-20-0980 del 26 de junio de 2020, expedida por la Curadora Urbana. No. 3 de 

Bogotá, viola de manera protuberante las normas a las que debía sujetarse, se solicita la 

suspensión provisional de la misma como medida cautelar para evitar que continúen sus 

efectos ilegales e inconstitucionales, se genere un daño irreversible al patrimonio natural 
del D.C., mientras se resuelve de forma definitiva la demanda de nulidad simple por las 

razones que se explican a continuación. 

 
 

 

V. HECHOS Y OMISIONES 
 

 

 

Sobre el humedal El Burrito y la licencia urbanística 
 

1. En el sector sur-occidental de la localidad octava de Kennedy entre la Av. El Tintal y la 
Av. Ciudad de Cali, y entre la futura Av. Castilla y Av. Las Américas, se encuentra ubicado 
el Humedal El Burro. Este humedal tiene una extensión de 18.8 hectáreas de área legal, 
que incluye el espejo de agua que fluye por el canal. Se encuentra dividido en dos zonas  
por la Avenida Ciudad de Cali. Está fragmentación ocurre en dos porciones desiguales, 

siendo la fracción oriental la más grande5. 
 

2. La fracción norte del Humedal El Burro, se conoce como “Otero  de Francisco” o 
humedal “El Burrito” y contaba con presencia de vegetación y fauna propia de humedal y 
un espejo de agua, de mejor calidad y de mejores condiciones que las del Humedal El 

Burro6. 
 

3. Desde hace varios años los Humedales El Burro y el Burrito han sido objeto de un 

proceso de deterioro y presiones de diferente índole, en especial, para adelantar 
desarrollos urbanísticos que de manera desafortunada, se mantienen hoy día, a pesar de 

sentencias judiciales y de la existencia de un marco constitucional y legal que considera 

estos ecosistemas como bienes de uso público, de importancia estratégica para la 

conservación y por tanto, objeto de protección especial de parte del Estado y de los 

particulares. 
 
 

 

5
PLAN DE MANEJO AMBIENTAL DEL HUMEDAL EL BURRO. PLAN DE ACCIÓN. Bogotá, D.C. Octubre de 2008 

Instituto de Estudios Ambientales de la Universidad Nacional de Colombia (IDEA- UN). 
6
Resolución 1238 del 11 de octubre de 2012 “Por la cual se adoptan medidas de protección de un ecosistema y se toman 

otras determinaciones”. 
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4.Mediante Sentencia del 16 de agosto de 2007, la Sección Tercera, Sala de lo 

Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, Consejero Ponente (E): Mauricio 

Fajardo Gómez, Radicación número: AP- 25000322500020040099201, declaró violados 

los derechos e intereses colectivos a la moralidad administrativa, a la defensa del 
patrimonio público y al goce de un ambiente sano por parte del Departamento 

Administrativo de Planeación Distrital de Bogotá y denegó las pretensiones en relación 

con la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá, con respecto a la afectación del 
Humedal El Burro. 

 
Así mismo, mediante el citado fallo, se condenó en abstracto al Distrito Capital de Bogotá 
– Departamento Administrativo de Planeación Distrital a pagar, a título de indemnización 

de perjuicios, a favor de la comunidad y por conducto de la Corporación Autónoma 

Regional de Cundinamarca – CAR -, la totalidad de los costos ambientales causados por 
el daño verificado. 

 
De igual forma, se condenó al Distrito Capital de Bogotá -Departamento Administrativo de 

Planeación Distrital- a adelantar las acciones judiciales necesarias para recuperar para el 
dominio público los terrenos en los que se encontraba ubicado el humedal El Burro, 
gestiones sobre las cuales debe presentar informes periódicos al Comité de Verificación 

ordenado en la sentencia. 
 

5. En el marco del Comité de Seguimiento, se acordó -como compensación del daño 

ocasionado al Humedal El Burro- la adquisición de un predio colindante con dicho 

humedal, denominado Arboral-La Tortuga, además, que se efectuara la adecuación de 

dicho predio y se garantizara la conectividad con el predio identificado como Otero de 

Francisco -humedal “El Burrito”, que presenta características de humedal y que conforme 
a información que reposaba en el expediente del Tribunal, había hecho parte del Humedal 
El Burro, de manera que se garantizara la compensación y recuperación del humedal 
objeto de la acción popular. 

 

6. El predio Arboral-La Tortuga fue Adquirido por el Fondo de Desarrollo Local de 

Kennedy -Distrito Capital- y por su parte la CAR se comprometió a adelantar las acciones 

correspondientes para la recuperación integral participativa en el predio denominado 

Arboral la Tortuga y garantizar la conectividad eco hidráulica entre los humedales El Burro 

y El Burrito, de la localidad de Kennedy, en la ciudad de Bogotá, en cumplimiento de la 

sentencia antes anotada. 
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8. Mediante la Resolución 1238 del 11 de octubre de 2012 “Por la cual se adoptan 

medidas de protección de un ecosistema y se toman otras determinaciones”7, el 
Secretario Distrital de Ambiente (E) decidió “Establecer como área de protección 
ambiental el sector denominado "El Burrito", ubicado al norte del límite legal del Parque 
Ecológico Distrital de Humedal "El Burro", colindando con el sur con la reserva vial de la 
futura avenida Castilla y al oriente con la Avenida Ciudad de Cali en la localidad de 
Kennedy (…)”. 

 
Lo anterior, en atención a que mediante Memorandos Nos. 2012IE115779 y 

2012IE115786 del 25 de septiembre de 2012, la Subdirección de Ecosistemas y Ruralidad 

de la Secretaría Distrital de Ambiente -SDA- aportó el Informe de Visita realizada el 01 de 

agosto de 2012 en virtud del cual se justifica técnicamente la necesidad de proteger el 
área contigua al Parque Ecológico Humedal del Burro, ubicada al norte de su límite legal, 
colindando por el sur con la reserva vial de la futura Avenida Castilla y al oriente con la 

Avenida Ciudad de Cali, en la localidad de Kennedy y de solicitudes de los vecinos del 
Humedal El Burro, que solicitaban la protección de este cuerpo de agua, frente al avance 

de las actividades constructivas. 
 

9. En la Resolución 1238 de 2012, la SDA adoptaron las siguientes determinaciones: 
 

ARTÍCULO SEGUNDO.- Implementar como medidas de protección al área de 

denominada "El Burrito" contigua al Parque Ecológico Distrital de Humedal "El 
Burro", las siguientes: 

 
1. Detener los procesos de desarrollo urbano que puedan afectar las funciones 

ecosistémicas del Humedal El Burrito y su área de amortiguación, mientras se 

realizan los estudios pertinentes para la inclusión del humedal en la delimitación 

del PEDH El Burro. 
 

2. Elaborar un estudio hidrogeológico local cuyos resultados servirán para 

complementar el Plan de Manejo Ambiental vigente del Humedal, el cual debe ser 
actualizado con base en la adición del área vecina acá descrita. Lo anterior con el 
objeto de establecer el aporte del agua subsuperficial a el espejo de agua. 

 
3. Impedir cualquier actividad o acción que tenga el potencial de generar daños o 
riesgo a la integridad del ecosistema denominado "El Burrito". 

 
4. Iniciar estudios relacionados con la protección de la fauna y flora endémica y en 
peligro de extinción. 

 
 

 

7
Publicada en el Registro Distrital 4986 de octubre 17 de 2012. 
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5. Impedir cualquier mantenimiento o intervención al cuerpo de agua y zona 

circundante del mismo, con el fin de conservar las características actuales del 
lugar que sería sujeto a estudios y mediciones. 

 

6. Salvaguardar y manejar las condiciones funcionales de las cuencas 

hidrográficas de modo que se aseguren la captación, el flujo y la calidad del agua, 
y se controlen la pérdida funciones ecosistemitas y la sedimentación. 

 

 

 
(…) 

7. Solicitar al FOPAE el concepto técnico sobre amenaza de la zona, para evaluar 
en detalle el grado de estabilidad geotécnica de los terrenos." 

 

10. Mediante la Resolución 03643 del 16 de diciembre de 2019, la Directora de Gestión 

Ambiental de la Secretaría Distrital de Ambiente -SDA-, decidió derogar la Resolución 

1238 de 2012, “Por medio de la cual se adoptan medidas de protección de un ecosistema 
y se toman otras determinaciones” y dejar sin protección al Humedal El Burrito frente al 
desarrollo de actividades urbanísticas y de otra naturaleza. 

 

11. El día 27 de diciembre de 2019, la Urbanizadora Marín Valencia S.A. Marval S.A. 
solicitó ante la Curaduría Urbana No. 3 de Bogotá, licencia de construcción obra nueva 

para desarrollar un proyecto urbanístico en el terreno identificado como lote 5 del predio 

denominado Otero Francisco, ubicado en la AK 86 # 8D -01, conocido como humedal El 
Burrito. El trámite de licencia de construcción se le asignó el número de Exp. 11001–3– 
19-2154. 
12. Mediante diferentes escritos y reuniones, integrantes del Concejo Distrital y miembros 

de la comunidad, solicitaron a la Secretaria Distrital de Ambiente que adoptara medidas 

de protección para el Humedal El Burrito frente al desarrollo urbanístico que pretendía 

adelantar la Urbanizadora Marval. 
 
13. Mediante escrito del 23 de enero de 2020, la Procuradora Judicial 30 Ambiental y 
Agraria de Bogotá, en aras de garantizar derechos colectivos, en especial el ambiente que 
eventualmente podrían verse afectados, en el marco de las normas que los regulan, 
solicitó a la Curaduría Urbana No. 3 de Bogotá, tomar las medidas preventivas 

pertinentes, de conformidad con los hechos advertidos en el citado escrito8 (Anexo 3). 
 

14. Mediante comunicación recibida en el Concejo de Bogotá el día 26 de febrero del año 

en curso, la Curaduría Urbana No. 3 de Bogotá informó que la Urbanizadora Marval S.A. 
 

 

8 Ref. Advertencias situación jurídica predio denominado “Otero de Francisco”, - humedal “El Burrito” trámite licencia de 

construcción. 
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había desistido de la solicitud del trámite de licencia de construcción y que mediante el 
Auto de Archivo 11001-3-20-0316 del 14 de febrero de 2020, se aceptó el desistimiento 

de la dicha solicitud y se ordenó el archivo del expediente No. 192154 que contiene el 
trámite de solicitud de obra nueva de la referencia. 

 

15. El día 6 de agosto de 2020, vecinos del Barrio Castilla, de la Localidad de Kennedy 

del D.C. identificaron la instalación de la valla que se identifica en la siguiente imagen: 
 

 
 

 
Como se aprecia, la valla citada corresponde a la misma solicitud de licencia de 

urbanismo y obra nueva presentada por la Urbanizadora Marval S.A. en diciembre de 

2019 y a la cual se le asignó en su momento el número de Exp. 11001–3–19-2154 

(Licencia de construcción obra nueva). 
 

16. El 10 de agosto de 2020, la Concejala María Susana Muhamad González, solicitó a la 

Curadora Urbana No. 3 de Bogotá y explicación sobre la situación presentada, si existía o 

no ya una licencia de construcción otorgada y si se habían cumplido los requerimientos 
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constitucionales y legales que garantizan los derechos al acceso a la información y a la 

participación con la fijación de una valla durante el aislamiento preventivo obligatorio que 

se ha presentado en el país, en especial en Bogotá, en la Localidad de Kennedy, como 

consecuencia de la pandemia ocasionada por el COVID-19 y además, si se había 

informado de esta situación a la Procuraduría General de la Nación, si habían 

desaparecido las razones que llevaron a que ese ente de control solicitara la adopción de 

medidas preventivas por parte de esa Curaduría y si se habían analizado las 

implicaciones jurídicas frente al fallo de la acción popular antes referenciado. 
 

17. El día 31 de agosto, recibido vía correo electrónico el día 4 de septiembre de 2020, la 

Curadora Urbana No. 3 de Bogotá dio respuesta a lo solicitado por la Concejala María 
Susana Muhamad González y al respecto, se destaca lo siguiente (Anexo 4): 

 
i. El 15 de abril de 2020, fue radicada para los predios ubicados en la AK 86 8 35 

(ACTUAL) / AK 86 8F 35 (ACTUAL) / AK 86 8F 41 (ACTUAL) / KR 87B 8 02 

(ACTUAL) / KR 87B 8 30 (ACTUAL) /KR 87B 8A 02 (ACTUAL), la solicitud de  
licencia de urbanización y construcción en las modalidades de cerramiento y obra  
nueva por parte de la URBANIZADORA MARIN VALENCIA S.A. fideicomitente del 
Patrimonio Autónomo FIDEICOMISO FUNDACION OTERO BANCAFE. 

 
ii. El 26 de junio de 2020, la Curaduría Urbana No. 3 de Bogotá, expidió la  
Resolución 11001-3-20-0980mediante la cual se otorgaron las licencias de  
urbanización y construcción, la cual quedó en firme el 3 de agosto de 2020. 

 
iii. Con relación al cumplimiento del principio de publicidad y de los derechos al 
acceso a la información y participación de manera activa y eficaz como ha 

señalado la Corte Constitucional en reiterada jurisprudencia, al fijar una valla 

durante el aislamiento preventivo obligatorio durante la pandemia ocasionada por 
el COVID-19, la Curadora Urbana No. 3 de Bogotá expresó que “en la actuación 
se garantizó ampliamente la comunicación del trámite a vecinos y terceros, 
mediante la fijación de valla en el predio objeto de la solicitud, la cual permaneció 

durante el tiempo que duró el trámite, esto es, por más de 2 meses, término en el  
que pese al aislamiento obligatorio, permitía que fuera vista por la comunidad  
excepcionada del aislamiento, quienes salían a hacer deporte, a pasear las  
mascotas, entre otras oportunidades. Por el contrario, la hipótesis que expone 

según la cual por el aislamiento nadie pudo verla, no tiene sustento alguno. 

 
Adicionalmente, para comunicar a terceros indeterminados, se efectuó publicación  
en el diario el Nuevo Siglo el 30 de junio de 2020. (Subrayado fuera de texto). 
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Igualmente, expresa que mediante correo certificado de fecha 4 de junio comunicó 
el trámite al “único” vecino colindante del predio objeto de la solicitud de licencia 
urbanística, sin que a la fecha se haya efectuado pronunciamiento alguno sobre el 
particular. Insiste en que la comunicación a terceros, se surtió mediante la fijación 

de la valla. 
 

iv. Con respecto frente a las implicaciones de otorgar una licencia de construcción 

de obra nueva frente a la Sentencia del 16 de agosto de 2007, la Sección Tercera, 
Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, Consejero Ponente 

(E): Mauricio Fajardo Gómez, Radicación número: AP- 
25000322500020040099201, la Curadora Urbana No. 3 de Bogotá expreso que 

siguió el procedimiento previsto en el Decreto 1077 de 2015 con respecto a 

determinar si sobre los folios de matrícula inmobiliaria objeto de la solicitud de 

licencia urbanística pesa algún tipo de limitación al derecho de dominio y analizó lo 

resuelto en la Resolución 3646 de 2019 expedido por la Secretaría Distrital de 

Ambiente -SDA-, de manera que no le correspondía hacer análisis jurídico frente a 

las implicaciones jurídicas asociadas al fallo de acción popular citado, sino a la 

Secretaría Distrital de Ambiente -SDA-. 
 

v. Con relación a que si habían desaparecido las razones que llevaron a que la 
Procuradora Judicial 30 Ambiental y Agraria de Bogotá, solicitara a esa Curaduría, 
la adopción de medidas preventivas, en aras de garantizar derechos colectivos, en 

especial el ambiente que eventualmente podrían verse afectados por el desarrollo 

del proyecto urbanístico, la Curadora Urbana No. 3 de Bogotá expresó que las 

medidas solicitadas por la Procuraduría eran para el proyecto específico que 

cursaba en ese momento (Exp. 11001–3–19-2154) y que “No obstante, con 

posterioridad no se recibió en la Curaduría, documento alguno que diera cuenta de 

la toma de alguna medida preventiva por parte de la misma Procuraduría 

revocando o modificando los conceptos técnicos que sustentaron la expedición de 

la Resolución No. 03643 del 16 de diciembre de 2019, como tampoco por parte de 

la Administración Distrital. De manera que no le corresponde a este Despacho 

demostrar si desaparecieron las circunstancias que llevaron a la procuraduría para 

solicitar tomar medidas de prevención”. 

 
En el mismo sentido, la Curadora Urbana No. 3 de Bogotá dio respuesta a la solicitud 
formulada por la Congresista María José Pizarro. (Anexo 5) 

 
Sobre el aislamiento preventivo obligatorio por razón de la pandemia del COVID-19 

 

Disposiciones de carácter nacional 
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1. El 1 de diciembre de 2019 en la ciudad de Wuhan, en la República de China, se 

reportó a un grupo de personas con neumonía de causa desconocida, vinculada 

principalmente a trabajadores del mercado mayorista de mariscos del sur de China de 

Wuhan. 
 

2. Las autoridades chinas aislaron al patógeno causante del brote, identificando un nuevo 

tipo de coronavirus (bautizado SARS-CoV-2) que tiene una similitud genética de al menos 

un 70% con el SARS-CoV, otro tipo de coronavirus que causó la epidemia del síndrome 

respiratorio agudo grave de 2002-2003 (SARS) y una similitud genética del 89% con el 
Bat-CoV-ZC45, un virus encontrado en murciélagos. 

 

3. El 30 de enero de 2020, la Organización Mundial de la Salud (a futuro OMS) declaró la 

existencia de un riesgo de salud pública de interés internacional, bajo las regulaciones 

del Reglamento Sanitario Internacional. 
 

4. El 9 de marzo de 2020, la Organización Mundial de la Salud, solicitó a los países la 

adopción de medidas prematuras con el objetivo de detener la transmisión y prevenir la 

propagación del coronavirus -COVID 19-. 
 

5. El 11 de marzo de 2020, la OMS declaró el brote de enfermedad por coronavirus - 
COVID19- como una pandemia, esencialmente por la velocidad de su propagación y la 

escala de trasmisión. Esto debido a que el 11 de marzo de 2020 se habían notificado a la 

OMS cerca de 125.000 casos de contagio en 118 países y que a lo largo de esas últimas 

dos semanas el número de casos notificados fuera de la República Popular China se 

había multiplicado en 13 veces, mientras que el número de países afectados se había 

triplicado, por lo que instó a los países a tomar acciones urgentes 
 

6. El 6 de marzo de 2020 el Ministerio de Salud y Protección Social de Colombia dio a 

conocer el primer caso de brote de enfermedad por coronavirus - COVID-19 en el territorio 

nacional. 
 

7. Mediante la Resolución 0380 del 10 de marzo de 2020, el Ministerio de Salud y 

Protección Social adoptó, entre otras, medidas preventivas sanitarias de aislamiento y 

cuarentena de las personas que, a partir de la entrada en vigencia de la precitada 

resolución, arribaran a Colombia desde la República Popular China, Francia, Italia y 

España. 
 

8. Mediante Resolución 385 del 12 de marzo de 2020, el ministro de Salud y Protección 

Social, de acuerdo con lo establecido en el artículo 69 de la Ley 1753 de 2015, declaró el 
estado de emergencia sanitaria por causa del nuevo coronavirus COVID-19 en todo el 
territorio nacional hasta el 30 de mayo de 2020 y, en virtud de la misma, adoptó una serie 
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de medidas con el objeto de prevenir y controlar la propagación del COVID-19 y mitigar 
sus efectos, así: 

 
a. Suspender los eventos con aforo de más de 500 personas (...). 
b. Ordenar a los alcaldes y gobernadores que evalúen los riesgos para la 

transmisibilidad del COVID-19 en las actividades o eventos que impliquen la 

concentración de personas en un número menor a 500, en espacios cerrados o 

abiertos y que, en desarrolla de lo anterior, determinen si el evento o actividad 

debe ser suspendido. 
c. Ordenar a los establecimientos comerciales y mercados que implementen las 

medidas higiénicas en los espacios o superficies de contagio y las medidas de 

salubridad que faciliten el acceso de la población a sus servicios higiénicos, así 
como la de sus trabajadores. 
d Prohibir el atraque, desembarque, cargue y descargue de pasajeros y 
mercancías de las naves de pasaje de tráfico marítimo internacional. 
e. Ordenar a las administraciones de los centros residenciales, condominios y 

espacios similares la adopción de las medidas higiénicas en los espacios o 

superficies de contagio. 
f. Ordenar a los jefes, representantes legales, administradores o quienes hagan 

sus veces a adoptar, en los centros laborales públicos y privados, las medidas de 

prevención y control sanitario para evitar la propagación del COVID-19. Deberá 

impulsarse al máximo la prestación del servicio a través del teletrabajo. 
g. Ordenar a los responsables de los medios de transporte públicos y privados y a 

quienes lo operen a adoptar las medidas higiénicas y demás que correspondan 

para evitar el contagio y la propagación del COVID-19. 
h Ordenar a los destinatarios de las circulares que han expedido los diferentes 

ministerios para la prevención del contagio del COVID-19, cumplir, con carácter 
vinculante, las recomendaciones y directrices allí impartidas. i. Ordenar a todas las 

autoridades del país y particulares, de acuerdo con su naturaleza y en el ámbito de 

su competencia, cumplir, en lo que les corresponda, con el plan de contingencia 

que expida este Ministerio para responder a la emergencia sanitaria por COVID- 
19, el cual podrá actualizarse con base en la evolución de la pandemia. 
j. Ordenar a todas las estaciones de radiodifusión sonora, a los programadores de 

televisión y demás medios masivos de comunicación, difundir gratuitamente la 

situación sanitaria y las medidas de protección para la población, de acuerdo con 

la información que sea suministrada por este Ministerio en horarios o franjas de 

alta audiencia y de acuerdo con los lineamientos del Ministerio de las Tecnologías 

de la Información y las Comunicaciones. 
k. Se dispondrán de las operaciones presupuesta les necesarias para financiar las 

diferentes acciones requeridas en el marco de la emergencia sanitaria. 
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1. Ordenar a las EPS, entidades territoriales e IPS facilitar la afiliación de oficio al 
Sistema General de Seguridad Social en Salud de la población colombiana y de 

los migrantes regulares, utilizando los canales virtuales que este Ministerio ha 

dispuesto. m. Cerrar temporalmente bares y discotecas. 
 

9. En atención a lo grave de la situación antes descrita y a que con las normas ordinarias 

existentes en el país, no resultaba factible adoptar las medidas urgentes y necesarias que 

se requerían para hacer frente a la amenaza que representa para la salud y vida de los 

colombianos el COVID-19, con fundamento en el artículo 215 de la Constitución Política, 
el gobierno nacional expidió el Decreto legislativo 417 del 17 de agosto de 2018, mediante 

el cual declaró el Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica en todo  el 
territorio Nacional por el término de treinta (30) días calendario. 

 
En virtud de la expedición del Decreto legislativo 417 del 17 de marzo de 2020, el 
gobierno nacional quedó habilitado para adoptar las medidas necesarias para conjurar la 

crisis e impedir la extensión de sus efectos, en especial para salvaguardar la vida y salud 

de los colombianos. 
 

10. El 22 de marzo de 2020, el gobierno nacional expidió el Decreto 457 “Por el cual se 
imparten instrucciones en virtud de la emergencia sanitaria generada por la pandemia del 
Coronavirus COVID-19 y el mantenimiento del orden público”, en especial lo concerniente 

al aislamiento preventivo obligatorio de los ciudadanos. Entre otras cosas, en dicho 

decreto se ordenó: 
 

Artículo 1. Aislamiento. Ordenar el aislamiento preventivo obligatorio de todas las 

personas habitantes de la República de Colombia, a partir de las cero horas (00:00 

a.m.) del día 25 de marzo de 2020, hasta las cero horas (00:00 a.m.) del día 13 de 

abril de 2020, en el marco de la emergencia sanitaria por causa del Coronavirus 

COVID-19. 

 
Para efectos de lograr el efectivo aislamiento preventivo obligatorio se limita 

totalmente la libre circulación de personas y vehículos en el territorio nacional, con 

las excepciones previstas en el artículo 3 del presente Decreto. 

 
Artículo 2. Ejecución de la medida de aislamiento. Ordenar a los gobernadores 

y alcaldes para que en el marco de sus competencias constitucionales y legales, 
adopten las instrucciones, actos y órdenes necesarias para la debida ejecución de 

la medida de aislamiento preventivo obligatorio de todas las personas habitantes 

de la República de Colombia, ordenada en el artículo anterior. 
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Por su parte en el artículo tercero, se establecieron las actividades que quedaban 

exceptuadas de las medidas de aislamiento preventivo obligatorio,  previo 

cumplimiento de medidas allí establecidas. 
 
El gobierno nacional estableció 34 excepciones al aislamiento preventivo obligatorio y en 

el numeral 3 de dichas excepciones se dispuso: 
 

3. Desplazamiento a servicios bancarios, financieros y de operadores de pago, y a 
servicios notariales. 

 
Ni en este, ni en ningún otro numeral del decreto citado, se incluyó dentro de las  
actividades exceptuadas del aislamiento preventivo obligatorio, la prestación de los  
servicios que prestan las curadurías urbanas. 

 

11. Mediante el Decreto legislativo 491 del 28 de marzo de 2020 “Por el cual se adoptan 
medidas de urgencia para garantizar la atención y la prestación de los servicios por parte 

de las autoridades públicas y los particulares que cumplan funciones públicas y se toman 

medidas para la protección laboral y de los contratistas de prestación de servicios de las 

entidades públicas, en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social y 

Ecológica”. 
 

Artículo 1. Ámbito de aplicación. El presente Decreto aplica a todos los 

organismos y entidades que conforman las ramas del poder público en sus 

distintos órdenes, sectores y niveles, órganos de control, órganos autónomos e 

independientes del Estado, y a los particulares cuando cumplan funciones 

públicas. A todos ellos se les dará el nombre de autoridades. 
 

Artículo 2. Objeto. El presente Decreto, en el marco de los hechos que dieron 

lugar a la Emergencia Económica, Social y Ecológica, esto es, la Emergencia 

Sanitaria declarada por el Ministerio de Salud y Protección Social, tiene por objeto 

que las autoridades cumplan con la finalidad de proteger y garantizar los derechos 

y libertades de las personas, la primacía de los intereses generales, la sujeción de 

las autoridades a la Constitución y demás preceptos del ordenamiento jurídico, el 
cumplimiento de los fines y principios estatales, el funcionamiento eficiente y 

democrático de la administración y la observancia de los deberes del Estado y de 

los particulares. 

 
En el decreto legislativo en cuestión, se estableció la forma en que debían prepararse y 

manejarse determinadas situaciones a cargo de la administración pública, más no se hizo 

referencia alguna a las actividades exceptuadas de las medidas de aislamiento preventivo 

obligatorio, por cuanto ese fue un asunto que se reguló mediante decretos ordinarios, a fin 
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de tener mayor flexibilidad, dependiendo del avance de la pandemia en el país y de 
situaciones de orden económico, social, etc., de manera que el Decreto legislativo 491, no 
habilitó el desarrollo de actividades durante el aislamiento preventivo obligatorio que no 
estuvieran listadas en los decretos ordinarios correspondientes, como se expresa de 
manera errónea por parte de la Curaduría Urbana No. 3 en los Anexos 2 y 3 de esta tutela 

y en 9la página web de dicha entidad. 
 

12. El 08 de abril de 2020, el gobierno nacional promulgó el Decreto 531 por el cual se 

extendieron las medidas del anterior decreto desde el 13 de abril de 2020 al 26 del mismo 

mes. 
 

En el referido decreto, el gobierno nacional, adicionó una actividad excluida del 
aislamiento preventivo obligatorio (núm. 35), relacionada con el desplazamiento del 
personal directivo y docente de las instituciones educativas públicas y privadas, para 

prevenir, mitigar y atender la emergencia sanitaria por causa del Coronavirus COVID-19. 
 
Por su parte, en el numeral 29 se dispuso: 

 

29. La prestación de servicios bancarios y financieros, de operadores postales de 

pago, centrales de riesgo, transporte de valores y actividades notariales. 
 

El Superintendente de Notariado y Registro determinará los horarios y turnos en 

los cuales se prestará el servicio notarial, garantizando la prestación del servicio a 

las personas más vulnerables y a las personas de especial protección 

constitucional. 
 
Como se aprecia, tampoco en este decreto, se habilitó la actividad de las curadurías  
urbanas, como exceptuadas del aislamiento preventivo obligatorio, de manera que no 

podían prestar dichos servicios. 
Llama la atención que conforme a la respuesta brindada por la Curadora Urbana No. 3 de 

Bogotá, antes citada, haya manifestado que el 15 de abril de 2020, fue radicada a 

solicitud de licencia de urbanización y construcción en las modalidades de cerramiento y 

obra nueva por parte de la Urbanizadora Marín Valencia S.A., es decir, cuando aún las 

curadurías urbanas no podían prestar estos servicios por mandato del gobierno nacional. 
 

13. El 24 de abril el gobierno nacional expidió el Decreto 593 que extendió las medidas de  
aislamiento preventivo obligatorio hasta el 10 de mayo, reitera lo expuesto en los Decretos 

 
 

 

9
http://curaduria3.com/nuevas-medidas-de-atencion-durante-el-periodo-de-cuarentena-obligatoria/ 

Consultada el día 15 de septiembre de 2020 a las 17:38 
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457 y 531 de 2020 y agrega seis (6) nuevas actividades excepcionadas de las medidas de 
aislamiento, previo cumplimiento de las condiciones allí previstas. 

 

En el numeral 29 se dispone: 
 

29. La prestación de servicios bancarios y financieros, de operadores postales de 

pago, casas de cambio, operaciones de juegos de suerte y azar en la modalidad 

de novedosos y territoriales de apuestas permanentes, Chance y Lotería, centrales 

de riesgo, transporte de valores y actividades notariales y de registro de 

instrumentos públicos, así como la prestación de los servicios relacionados con la  
expedición licencias urbanísticas. 

 

El Superintendente de Notariado y Registro determinará los horarios y turnos, en 

los cuales se prestarán los servicios notariales, garantizando la prestación del 
servicio a las personas más vulnerables y a las personas, de especial protección 

constitucional. 

 
El Superintendente de Notariado y Registro determinará los horarios, turnos en los 

cuales se prestarán los servicios por parte de las oficinas de registro de 

instrumentos públicos. (Subrayado fuera de texto). 
 
De acuerdo con dicho decreto, solamente a partir del 27 de abril, las curadurías urbanas 

podían reanudar la prestación de sus servicios para la expedición de licencias 

urbanísticas, que como se señaló, se suspendieron desde el día 25 de marzo de 2020, en 

virtud de la expedición del Decreto 457 del 22 de marzo por parte del presidente de la 

República. Se pone de presente que Urbanizadora Marval radicó la solicitud de licencia  
urbanística el 15 de abril, cuando la Curaduría Urbana No. 3 no estaba autorizada para  
adelantar dicho trámite. 

 

14. Mediante Decreto 636 del 6 de mayo de 2020 “Por el cual se imparten instrucciones 
en virtud de la emergencia sanitaria generada por la pandemia del Coronavirus COVID- 
19, y el mantenimiento del orden público”, el gobierno nacional extendió el aislamiento 
preventivo obligatorio desde el 11 de mayo de 2020, hasta el 25 de mayo de 2020, en el 
marco de la emergencia sanitaria por causa del Coronavirus COVID-19. En el numeral 30, 
se mantuvo como actividad exceptuada del aislamiento preventivo obligatorio, la “(x)  
exp e d ición licen cia s u rba nística s” . 

 
15. Ante la evolución negativa de la crisis económica y social generada por la pandemia 

por Coronavirus COVID-19, el Presidente de la República mediante Decreto 637 del 6 de 

mayo de 2020, declaró nuevamente el Estado de Emergencia Económica, Social y 

Ecológica en todo el territorio nacional, por el término de treinta (30) días calendario. 
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16. Mediante el Decreto 689 del 22 de mayo de 2020, el gobierno nacional decidió 

“Prorrogar la vigencia del Decreto 636 del 6 de mayo de 2020 "Por el cual se imparten 
instrucciones en virtud de la emergencia sanitaria generada por la pandemia del 
Coronavirus COVID-19, y el mantenimiento del orden público", y en tal medida extender  
las medidas allí establecidas hasta las doce de la noche (12:00 pm) del día 31 de mayo  
de 2020. 

 

17. Mediante la Resolución 844 del 26 de mayo de 2020, el Ministerio de Salud y 

Protección Social prorrogó la emergencia sanitaria por el nuevo Coronavirus que causa la 

COVID-19 y modificó la Resolución 385 del 12 de marzo de 2020, modificada por las 

Resoluciones 407 y 450 de 2020. La emergencia sanitaria se extendió hasta el 31 de 

agosto de 2020 en todo el territorio nacional. 
 

Dentro de las consideraciones expuestas para prorrogar la emergencia sanitaria, se tuvo 

en cuenta, entre otros, lo siguiente: 
(…) 
Que el crecimiento promedio de casos nuevos viene experimentando un aumento 

desde el 16 de abril aproximadamente, pues se superaron los 200 casos y 

continuaron creciendo llegando a niveles de hasta 600 casos al día. 
 

Que el crecimiento de la curva epidémica de COVID-19 ha sido a expensas de las 

grandes ciudades que presentan crecimientos sostenidos superiores a la media 

nacional, como son los casos de Bogotá D.C., Cali, Cartagena y Barranquilla con 

su área metropolitana; aparte de otros territorios que han presentado importantes 

brotes como es el caso de Leticia, Buenaventura y Tumaco. 
 

Que se estima que la pandemia terminará en el momento en el que una alta 

proporción de la población tenga inmunidad al virus, ya sea porque tuvo la 

infección y se recuperó o porque la adquirió a través de la vacunación. 
 

Que a la fecha no hay suficiente evidencia que soporte el uso rutinario de algún 

medicamento, tratamiento o vacuna para hacer frente al virus y detener su 

transmisión. En consecuencia, los sistemas de salud en el mundo deben tener 
presente que la pandemia puede prolongarse un tiempo indeterminado, por lo que 

es necesario planear y continuar con el incremento progresivo de la capacidad 

instalada hospitalaria para la atención en salud de la población. 
(…) 

 

18. Mediante el Decreto 749 del 28 de mayo de 2020 "Por el cual se imparten 

instrucciones  en  virtud  de  la  emergencia  sanitaria  generada  por  la  pandemia  del 
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Coronavirus COVID-19, y el mantenimiento del orden público", se ordenó el aislamiento 
preventivo obligatorio de todas las personas desde el 1 de junio de 2020, hasta el 1 de 

julio de 2020, en el marco de la emergencia sanitaria por causa del Coronavirus COVID- 
19. 

 

19. Mediante el Decreto 847 del 14 de junio de 2020 “Por el cual se modifica el Decreto 
749 del 28 de mayo de 2020 "Por el cual se imparten instrucciones en virtud de la 

emergencia sanitaria generada por la pandemia del, Coronavirus COVID-19, y el 
mantenimiento del orden público", se modificaron y adicionaron varios artículos del 
Decreto 749 de 2020. 

 

20. Mediante el Decreto 878 del 25 de junio de 2020 Por el cual se modifica y prorroga la 

vigencia del Decreto 749 del 28 de mayo de 2020 "Por el cual se imparten instrucciones 

en virtud de la emergencia sanitaria generada por la pandemia del Coronavirus COVID- 
19, y el mantenimiento del orden público", modificado por el Decreto 847 del 14 de junio 

de 2020, se modificaron los parágrafos 3 y 4 del artículo 5 del Decreto 749 del 28 de 

mayo de 2020 y se prorrogó la vigencia del citado decreto y en tal medida se extendieron 

las medidas allí establecidas hasta el 15 de julio de 2020. 
 

21. Mediante el Decreto 990 del 9 de julio de 2020, el gobierno nacional ordenó el 
aislamiento preventivo obligatorio de todas las personas habitantes de la República de 

Colombia, a partir del 16 de julio de 2020, hasta el 1 de agosto de 2020, en el marco de la 

emergencia sanitaria por causa del Coronavirus COVID-19. 
 

22. Mediante el Decreto 1076 del 28 de julio de 2020, el gobierno nacional ordenó el 
aislamiento preventivo obligatorio de todas las personas habitantes de la República de 

Colombia, a partir del 1 de agosto de 2020, hasta el 1 de septiembre de 2020, en el marco 

de la emergencia sanitaria por causa del Coronavirus COVID-19. 
 

Disposiciones de carácter distrital 
 

1. Sobre este aspecto, debe señalarse que Bogotá ha sido y es, el epicentro del contagio 

del COVID-19 en el país, y que la alcaldía mayor dio inicio a un proceso de aislamiento 

preventivo obligatorio, desde antes de que lo ordenara el gobierno nacional y en tal virtud, 
la Capital de la República, ha sometida a una serie de limitaciones a fin de evitar la 

expansión de los contagios y la afectación a la salud y la vida de las personas. 
 

2. Previamente, la alcaldesa mayor había expedido el Decreto 081 del 11 de marzo de 

2020, “Por el cual se adoptan medidas sanitarias y acciones transitorias de policía para la 
preservación de la vida y mitigación del riesgo con ocasión de la situación epidemiológica 

causada por el Coronavirus (COVID-19) en Bogotá, D.C., y se dictan otras disposiciones”. 
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3. Así mismo, atendiendo la recomendación efectuada por el Consejo Distrital de Gestión 

de Riesgos y Cambio Climático, la alcaldesa mayor profirió el Decreto Distrital 087 del 16 

de marzo de 2020 “Por el cual se declara la calamidad pública con ocasión de la situación 
epidemiológica causada por el Coronavirus (COVID-19) en Bogotá, D.C.”. 

 

4.El día 18 de marzo de 2020, la Alcaldía Mayor de Bogotá ordenó un simulacro 

obligatorio los días 20 a 22 de marzo, a partir del cual los ciudadanos tendríamos que 

permanecer en sus residencias. Esto antes de que el gobierno nacional adoptara esa 

decisión en el resto del territorio nacional, situación que ocurrió a partir del día 25 de 

marzo y nos mantuvimos en aislamiento hasta el 1 de septiembre, dónde, con 

restricciones, como el pico y cédula, podemos realizar actividades cotidianas. 
 

5. En atención a que en el D.C. se han presentado focos de contagio mayor en algunas 

localidades, las limitaciones en cuestión, han sido más rigurosas y frecuentes en 

localidades, como la de Kennedy, donde habito y donde la Curaduría urbana No. 3 de 

Bogotá, otorgó la licencia de urbanización y construcción en las modalidades de 

cerramiento y obra nueva a la Urbanizadora Marín Valencia S.A. para realizar desarrollos 

urbanísticos en el predio denominado Otero de Francisco o Humedal El Burrito. 
 
Durante el aislamiento preventivo obligatorio, la localidad de Kennedy fue y es, una zona 

de cuidado especial y en tres (3) oportunidades, la administración distrital impuso medidas 

de aislamiento más estrictas con relación a las otras localidades, por el alto nivel de 

contagios locales del Coronavirus COVID-19, a saber: 
 

i. Mediante el Decreto distrital 132 del 31 de mayo de 2020 “Por el cual se adoptan 
medidas transitorias de policía para garantizar el orden público en la Localidad de 

Kennedy, con ocasión de la declaratoria de calamidad pública efectuada mediante 

Decreto Distrital 087 del 2020 por la pandemia de Coronavirus COVID-19”, se adoptaron 
medidas transitorias más estrictas por parte de la administración distrital y rigieron desde 

el 1 hasta el 14 de junio. 
 

ARTÍCULO 1.- LIMITAR totalmente la libre circulación de vehículos y personas en 

la localidad de Kennedy entre las cero horas (00:00 a.m.) del día lunes 01 de junio 

de 2020, hasta las cero horas (00:00 a.m.) del lunes 15 de junio de 2020, 
exceptuando las personas y vehículos indispensables para la realización de las 

siguientes actividades: 
1. Abastecimiento y adquisición de alimentos, productos farmacéuticos, de salud, y 

de primera necesidad. Para su adquisición podrá desplazarse exclusivamente una 

sola persona por núcleo familiar. 

http://www.concejodebogota.gov.co/


Página 30 de 66 

Calle 36 No. 28A 41 PBX 2088210 
www.concejodebogota.gov.co 

GDO-PT-001 / V.03 

 

 

2. Prestación de los servicios administrativos, operativos o profesionales de los 
servicios públicos y privados de salud. 
3. Cuidado institucional o domiciliario de mayores, personas menores de 18 años, 
dependientes, enfermos, personas con discapacidad o personas especialmente 

vulnerables, y de animales. 
4. Orden público, seguridad general y atención sanitaria. 
5. Atender asuntos de fuerza mayor o de extrema necesidad, circunstancias que 

deberán ser acreditadas en caso que la autoridad así lo requiera. 
 
Esta situación de la localidad de Kennedy, es un hecho notorio, debido a que fue noticia 

nacional en varios medios de comunicación impresos, radiales y televisivos. En ese 

sentido, el diario El Tiempo el 20 de julio de 2020, publicó una noticia sobre dicha 

situación, destacando que era la localidad con más contagios del D.C. 
 

Cuarentena en Kennedy da resultados positivos10
 

La experiencia en esta localidad da luces sobre el aislamiento por turnos. 

 
La localidad de Kennedy sigue siendo la que  más  casos  del nuevo  
coronavirus aporta a la ciudad. Hasta el 19 de julio, se reportaban 9.577 positivos y 

237 personas fallecidas en este punto del suroccidente de Bogotá. Es por esta 

razón que lo que ocurra allí es de vital importancia para la lucha contra la 

pandemia, y las autoridades distritales, que tienen su foco en esta zona, ya han 

aplicado estrictas medidas para bajarle la velocidad al contagio 

 
ii. Por su parte, mediante el Decreto distrital 155 del 29 de junio de 2020 “Por el cual se 
adoptan medidas transitorias de policía para garantizar el orden público en las localidades 

de Bosa, Kennedy y Ciudad Bolívar con ocasión de la declaratoria de calamidad pública 

efectuada mediante Decreto Distrital 087 del 2020 por la pandemia de Coronavirus 

COVID-19”, nuevamente se adoptaron medidas de aislamiento preventivo obligatorio más 
estrictas en la localidad de Kennedy, entre otras cosas, se limitó “totalmente la libre 
circulación de vehículos y personas en los sectores que se describen a continuación de 

las localidades de Bosa, Kennedy y Ciudad Bolívar entre las cero horas (00:00 a.m.) del 
día 30 de junio de 2020, hasta las horas (00:00 a.m.) del día 14 de julio de 2020”. 

 
iii. Posteriormente, mediante el Decreto distrital 169 del 12 de julio de 2020 “Por medio 

del cual se imparten órdenes para dar cumplimiento a la medida de aislamiento preventivo 

obligatorio y se adoptan medidas transitorias de policía para garantizar el orden público en 

las diferentes localidades del Distrito Capital”, por tercera vez se adoptaron medidas de 
 
 

 

10
https://www.eltiempo.com/bogota/coronavirus-cuarentena-en-kennedy-si-funciono-520172 
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aislamiento preventivo obligatorio más estrictas en la localidad de Kennedy entre el 27 de 
julio y el 10 de agosto. Entre otras cosas, se dispone en dicho decreto: 

 
(…) 
Que las medidas de confinamiento, aislamiento, de cuidado de los entornos y 

demás acciones de prevención primaria orientadas por las pruebas y rastreos 

inteligentes, son prácticamente las únicas disponibles ante el hecho de no contar 
con vacunas o medidas farmacológicas para COVID-191, que permiten reducir la 

velocidad de propagación y evitar el colapso de los servicios de salud. 

 
Que, la medida de cierre parcial y temporal de localidades en la ciudad, busca 

generar un importante efecto en la disminución del requerimiento de UCI en la 

ciudad para atención por COVID-19 así como por otras causas, este efecto se verá 

reflejado dos semanas después de la implementación de cada intervención. Por lo 

tanto, la ciudad debe mantener el incremento de UCI destinadas a la atención 

COVID-19 para estar en el margen del 75% de ocupación. 

 
Que, el aumento de camas hospitalarias específicamente de UCI, son muy 

importantes para la prestación de servicios de salud de alta calidad, sin embargo, 
hasta que no exista un tratamiento médico avalado a nivel internacional para 

COVID-19, se deberán implementar las medidas de salud pública mencionadas 

acorde al comportamiento epidemiológico de la epidemia. 
 

Que el cierre parcial y temporal por localidades en la ciudad indica qué al termino 

de 14 días se realizará un levantamiento de la medida restrictiva, esto no significa 

que al cabo de este tiempo, se ejecuten las actividades habituales, es decir, en el 
levantamiento de la medida se considera una flexibilización de la movilidad 

individual, pero se deberá mantener el distanciamiento social, el uso de elementos 

de protección personal y medidas de cuidado como el lavado de manos frecuente, 
adicionalmente y considerando los hallazgos más reciente en la que se evidencia 

una generación de anticuerpos que perduran aproximadamente 2 – 3 meses2, es 

importante para los tomadores de decisión mantener la posibilidad de los 

confinamientos parciales temporales. 
(…) 
Que, las localidades Kennedy, Bosa, Puente Aranda y Fontibón suman 2.729.803 

habitantes, lo equivalente al 32,6% de Bogotá3. Dichas localidades registran el 
mayor número de casos en el Distrito. lo equivalente al 32,6% de Bogotá. Entre las 

cuatro localidades se han confirmado 13.741 casos al 6 de julio, lo que 

corresponde al 36,5% de los casos del Distrito. Que las localidades de Kennedy y 

Bosa donde si bien en cada una se han implementado acciones intensificadas 
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para mitigar la epidemia, entre ambas presentan el mayor número de casos de 
Bogotá con 7.149 (19%) y 3.745 (9,9%) casos respectivamente al 6 de julio. 
(…) 

 
Mediante el Decreto distrital 169 de 2020, además de dar continuidad al aislamiento 

preventivo obligatorio de todas las personas en el territorio de Bogotá D.C., entre el 16 de 

julio de 2020, hasta el 31 de agosto de 2020, en el marco de la emergencia sanitaria por 
causa del Coronavirus COVID-19, se impuso un pico y cédula, se declaró la alerta roja en 

el sistema de UCI´s, se declaró la alerta naranja general en Bogotá, esto como 

consecuencia del informe de ocupación de Unidades de Cuidado Intensivo emitido por la 

Secretaría Distrital de Salud, y se adoptaron medidas especiales en algunas localidades, 
entre ellas la de Kennedy, donde se limitó totalmente la libre circulación de vehículos y 

personas desde el día 27 de julio de 2020 hasta el 10 de agosto de 2020. 
 

6. La Localidad de Kennedy, además de las medidas de aislamiento preventivo obligatorio 

decretadas por el gobierno nacional y retomadas por el Distrital, estuvo sometida a tres 
(3) medidas adicionales de aislamiento mucho más estrictas que el resto de la ciudad, de 

manera que mientras en la Curaduría Urbana No. 3 se daba curso al trámite de la licencia 

de urbanización y construcción en las modalidades de cerramiento y obra nueva a la 

Urbanizadora Marval para construir en el predio denominado Otero de Francisco o 

Humedal El Burrito, se fijaba la valla que servía de notificación a los vecinos y se otorgaba 

dicha licencia, los gobiernos nacional y distrital y los habitantes de la ciudad, 
adoptábamos medidas estrictas para salvaguardar nuestra salud y vida y evitábamos al 
máximo salir de nuestras residencias, en especial en nuestra localidad que, 
históricamente ha sido la de mayor cantidad de personas contagiadas. 

 

Hasta aquí los HECHOS. 

 
 

 

VI. FUNDAMENTOS DE DERECHO DE LAS PRETENSIONES 
 

 

 
 

De acuerdo con lo expuesto en los HECHOS Y OMISIONES de esta demanda, 

 
En virtud de lo expuesto, se evidencia una flagrante violación de las normas de carácter 
superior por parte de la Curadora Urbana No. 3 de Bogotá, al expedir la Resolución 

11001-3-20-0980 del 26 de junio de 2020, mediante la cual otorgó a la Urbanizadora 

Marval, licencia de urbanización y construcción en las modalidades de cerramiento y obra 

nueva en los predios ubicados en la AK 86 8 35 (ACTUAL) / AK 86 8F 35 (ACTUAL) / AK 

86 8F 41 (ACTUAL) / KR 87B 8 02 (ACTUAL) / KR 87B 8 30 (ACTUAL) /KR 87B 8A 02 
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(ACTUAL), predio Otero de Francisco – Humedal El Burrito, desconociendo las normas 
que regulan las licencias urbanísticas y el aislamiento preventivo obligatorio, situación que 

además de ser irregular, configuró una causal de nulidad de dicha resolución. 
 

Producto de lo anterior, es preciso reiterar que las acciones y omisiones en que incurrió la 

Curadora Urbana No. 3 de Bogotá al expedir la Resolución 11001-3-20-0980 del 26 de 

junio de 2020, se resumen en lo siguiente. 
 

1. Los predios en los cuales la Urbanizadora Marval solicitó la licencia de 

urbanización y construcción en las modalidades de cerramiento y obra nueva, no 

es un área cualquiera, hizo parte del Humedal El Burro y es un ecosistema de 

importancia estratégica para la conservación en el D.C. 
2. Existe un proceso judicial, acción popular, que dio como resultado la expedición de 

la Sentencia del 16 de agosto de 2007, la Sección Tercera, Sala de lo Contencioso 

Administrativo del Consejo de Estado, Radicación número: AP- 
25000322500020040099201, mediante el cual se declararon violados los derechos 

e intereses colectivos a la moralidad administrativa, a la defensa del patrimonio 

público y al goce de un ambiente sano por parte del Departamento Administrativo 

de Planeación Distrital de Bogotá, con respecto a la afectación del Humedal El 
Burro y en virtud del cumplimiento de dicho fallo, se han adelantado una serie de 

acciones para garantizar la conectividad entre los Humedales El Burro y El Burrito, 
conectividad que no se puede materializar, si se desarrollan las obras urbanísticas 

autorizadas por la Curaduría Urbana No. 3 de Bogotá. 
3. El Humedal El Burrito, contó con una medida de protección dictada por la 

Secretaría Distrital de Ambiente en 2012 que impedía ciertas intervenciones, entre 

ellas las urbanísticas (Resolución 1238) por la importancia del ecosistema que 

albergaba. Esta Resolución fue derogada mediante la Resolución 03643 del 16 de 

diciembre de 2019. 
4. Mediante escrito del 23 de enero de 2020, la Procuradora Judicial 30 Ambiental y 

Agraria de Bogotá, solicitó a la Curaduría Urbana No. 3 de Bogotá, adoptar las 

medidas preventivas necesarias para evitar el otorgamiento de la licencia de 

construcción que se adelantaba sobre el Humedal El Burrito. 
5. La Urbanizadora Marval S.A. desistió de la solicitud del trámite de licencia de 

construcción y mediante el Auto de Archivo 11001-3-20-0316 del 14 de febrero de 

2020, se aceptó el desistimiento de la dicha solicitud y se ordenó el archivo del 
expediente correspondiente. 

6. La Urbanizadora Marval radicó ante la Curaduría Urbana No. 3 de Bogotá, el 15 de  
abril de 2020, la solicitud de licencia de urbanización y construcción en las 

modalidades de cerramiento y obra nueva, es decir, cuando las curadurías 

urbanas aun no podían prestar estos servicios por mandato del gobierno nacional, 
según elDecreto 531 del 08 de abril de 2020por el cual se extendieron las medidas 
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de aislamiento preventivo obligatorio, desde el 13 de abril de 2020 al 26 del mismo 
mes. 
Solamente a partir del 27 de abril, en virtud de lo dispuesto en el Decreto 593 del 
24 de abril de 2020, las curadurías urbanas podían reanudar la prestación de sus 

servicios para la expedición de licencias urbanísticas, debido a que se 

suspendieron desde el día 25 de marzo de 2020, en virtud de la expedición del 
Decreto 457 del 22 de marzo por parte del presidente de la República, de manera 

que se dio inicio a un trámite que no estaba autorizado por la ley, debido a las 

medidas de aislamiento preventivo obligatorio decretadas por el gobierno nacional. 
7. La Curaduría Urbana No. 3 de Bogotá, no citó mediante correo certificado a los 

vecinos colindantes del inmueble objeto de la solicitud de licencia urbanística para 

que nos hiciéramos parte y hacer valer nuestros derechos, tal y como se dispone 

en el Artículo 2.2.6.1.2.2.1 del Decreto 1077 de 2015. Esto se detallará más 

adelante. 
8. La publicación en un diario de amplia circulación nacional, que suple la 

“imposibilidad” de citar a los vecinos colindantes, fue efectuada el día 30 de junio  
de 2020, en el Diario El Nuevo Siglo, esto es, cuatro (4) días después de que la  
Curaduría Urbana No. 3 de Bogotá, otorgarala licencia de urbanización y  
construcción en las modalidades de cerramiento y obra nueva (26 de junio) a la 

Urbanizadora Marval, desconociendo lo dispuesto en el Artículo 2.2.6.1.2.2.1 del 
Decreto 1077 de 2015. Sobre este aspecto, también se hará referencia más 

adelante. 
9. La Curaduría Urbana No. 3, permitió y avaló, que la Urbanizadora Marval instalara 

la valla de advertencia a terceros sobre la iniciación del trámite administrativo 

tendiente a la expedición de la licencia urbanística en medio del aislamiento 

preventivo obligatorio ordenado por el gobierno nacional debido a la pandemia 

ocasionada por el coronavirus COVID-19 y de las medidas adoptadas por la 

Alcaldía Mayor de Bogotá, que en el caso de la localidad de Kennedy, en tres (3) 
ocasiones, fueron más restrictivas que en el resto de localidades y donde, la 

responsabilidad del autocuidado, no exponerse saliendo de la residencia, salvo 

para casos excepcionales, fue la regla general, entre el 20 de marzo hasta el 1 de 

septiembre, de manera que no era factible visualizar la valla instalada de 

advertencia de parte de la citada urbanizadora. Adicionalmente, de las sanciones 

de carácter policivo a que era sometido, quien incumpliera dichas disposiciones. 
10. La fijación de la valla y el otorgamiento de la licencia de urbanización y 

construcción en las modalidades de cerramiento y obra nueva otorgada por la 

Curaduría Urbana No. 3, en medio del aislamiento preventivo obligatorio traslada 

una carga desproporcionada a los vecinos colindantes del predio donde pretende 

realizarse la construcción, cuanto fue el Estado en aras de garantizar nuestra vida, 
salud e integridad, quien estableció estas medidas, que nos impedían salir de 

nuestras casas, salvo contadas excepciones, y que la Curaduría al otorgar la 
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licencia urbanística desconoce, poniendo a prevaler el interés particular del 
constructor sobre el general, cual es la salud y vida de la población y 

desconociendo la prevalencia del derecho sustancial, que es la efectividad en la 

garantía de derechos de los asociados, frente a un trámite, que ni siquiera cumplió 

con el procedimiento legal. 
11. Resulta inadmisible que en las respuestas brindadas a la Congresista María José 

Pizarro y a la Concejala María Susana Muhamad, la Curadora Urbana No. 3 de 

Bogotá haya señalado que durante el aislamiento preventivo obligatorio era 

factible leer la valla, por cuanto era posible sacar a pasear las mascotas y hacer 
deporte, siendo esta una respuesta displicente y grosera, que no consulta con la 

gravedad de la situación que se presentó y se presenta en la localidad, en el D.C. 
y en el país, de manera que antepuso el riesgo sobre la prevención y la forma 

sobre lo sustancial, como es el respeto por la salud y la vida de las personas; 
adicionalmente, las actividades deportivas estuvieron restringidas  durante  casi 
todo el aislamiento preventivo y cuando se pasean mascotas, no se está al tanto 

de las posibles vallas y avisos que hubiesen fijado, incluso, esa podía ser causal 
de comparendo por parte de la Policía Nacional. 

12. La Curadora Urbana No. 3 de Bogotá era consciente de la situación que se 

presentaba en la localidad de Kennedy, por cuanto fue un hecho notorio, no 

obstante, desbordando el principio de legalidad y la buena fe, permitió la fijación 

de la valla en cuestión, la avaló y otorgó la licencia urbanística citada, mientras 

permanecíamos encerrados en nuestras residencias. 

 
Sobre el riesgo del contagio por COVID-19 y la necesidad de adoptar medidas de 
aislamiento preventivo obligatorio ordenadas por el gobierno nacional, no era facultativas 
de cada persona, es preciso señalar la gravedad de la situación que se presenta en 
Colombia, donde de conformidad con señalado en la página web de la Presidencia de la 

República11, consultada el día 2 de octubre de 2020, los casos confirmados en Colombia 
ascienden a 835.339, han fallecido 26.196 personas. 

 
Por su parte, Bogotá presenta 270.515 personas contagiadas y 6.825 muertos. De 
acuerdo con la página web de salud capital, la localidad de Kennedy es la localidad con 
mayor cantidad de personas contagiadas en todo el Distrito Capital. Así mismo, de 

acuerdo con dicha página web12: 
 

Análisis 
 
 
 

 

11
https://idm.presidencia.gov.co/presidencia 

12
http://saludata.saludcapital.gov.co/osb/index.php/datos-de-salud/enfermedades-trasmisibles/covid19/ 
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El 32,4% de los casos reportados en Colombia de Covid-19, se encuentran en 

Bogotá D.C. (corte 01-10-2020). En la ciudad, se han presentado 270.515 casos 

confirmados de los cuales 1.314 son casos nuevos; del total de casos 51,2% son 

mujeres y la mayor concentración de casos de acuerdo con la edad, está entre los 

20 a 49 años con un peso porcentual de 60,8%. 
 

La localidad de Kennedy registra el 14% de los casos de la ciudad (n= 36.033), 
Suba el 13,4% (n=34.731), Engativá el 10,1% (n= 26.018), Bosa el 9,7% 

(n=24.947) y Ciudad Bolívar el 8% (n=20.785); estas cinco localidades aportan el 
55,2% de los casos confirmados en el Distrito, cabe aclarar que se evidencian 
12.129 registros “Sin dato” en la variable localidad, porque aún se encuentran en 
investigación epidemiológica. El 7,6% de los casos se encuentran en un estado 

leve, el 1,2% moderado, el 0,2% en estado grave. Del total de los casos, 35,2% 

(n= 95.339) no presentaron síntomas. Se han recuperado 238.569 personas 

(88,2%) y han fallecido 6.825 (2,5%). El 97,6% de los casos se encuentran en 

casa, el 2,1% en hospitalización general y el 0,2% en Unidades de Cuidado 

Intensivo-UCI. 
 

Bogotá tiene 299,7 casos activos de Covid-19 por cada 100.000 habitantes, así 
como una tasa de mortalidad por COVID – 19 en hombres de 109,8 por cada 
100.000 habitantes y en mujeres, 54,7 por cada 100.000 habitantes. Del total de 

unidades de cuidado intensivo destinadas para Covid-19, el 48,5% están 

ocupadas. Al comparar Bogotá con las principales ciudades de América latina, 
Miami, Nueva York y Madrid, ocupamos el lugar 7 con 34.763 casos por 1 millón 

de habitantes. 
 
Como se aprecia, se trata de un asunto serio y adelantar un trámite de licencia urbanística 

e instalar una valla en plena pandemia, en la localidad con mayor cantidad de contagios 

del D.C., con medidas estrictas de aislamiento preventivo obligatorio, como la única 

medida que puede evitar el contagio ante la ausencia de una vacuna, violenta los 

principios de legalidad, de buena fe y transparencia y debe dar lugar a la suspensión de 

dicha licencia urbanística y la declaratoria de nulidad posterior. 
 
Finalmente en este acápite, es importante poner de presente que las normas urbanísticas 

son disposiciones de orden público, de manera que su aplicación es obligatoria, no está 

sujeta al arbitrio del funcionario o particular que preste funciones públicas de turno, 
porque de ello depende la garantía de los derechos de los asociados y en este caso, el 
respeto por el debido proceso. Así mismo, las licencias urbanísticas no generan derechos 

adquiridos. 
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Sobre estos tópicos, la Corte Constitucional mediante la Sentencia C-192 de 2016. 
Magistrado Ponente: GABRIEL EDUARDO MENDOZA MARTELO, entre otras cosas, 
expresó: 

 

En general, hoy por hoy, ya se rompió el paradigma proveniente de tiempo atrás  
según el cual el ejercicio de derechos subjetivos era absoluto, sin limitaciones de  
ningún orden. Es por ello que claramente se expone que los derechos subjetivos  
tienen límites, su ejercicio no puede obedecer a acciones u omisiones  
desproporcionadas: así, el derecho de propiedad no puede ser  lesivo de los  
derechos de los vecinos a un ambiente sano, como tampoco el derecho de acción  
puede ser utilizado para promover demandas temerarias y afectar a otro. Es de la  
naturaleza de la gran mayoría de derechos subjetivos el ser relativos y de los  
sistemas jurídicos de los diferentes países el proscribir el abuso de los mismos, 
 (…) ra zó n p o r la c ual el tema de la relatividad de los derechos ha trascendido de la  
órbita del derecho civil y ha imbuido las más diversas ramas del orden jurídico. 
(Subrayado fuera de texto). 

 
De igual forma, mediante la Sentencia T-327 de 2018. Corte Constitucional Magistrada 
Ponente: GLORIA STELLA ORTIZ DELGADO, señaló: 

 

En ese sentido, debe señalarse que las normas urbanísticas son disposiciones de  
orden público que buscan regular el desarrollo territorial en el país. Por lo tanto, la  
jurisprudencia de esta Corporación ha establecido que su aplicación es inmediata  
de manera que “p lan te a r derechos adquiridos frente a la existencia de la norma  
urbanística conlleva un desconocimiento de las competencias asignadas por la  
Constitución (…) y la ley (…) a los Concejos Municipales  o Distritales y a las  
autoridades territoriales para reglamentar los usos del suelo.” 

 

  _ 
 

1.  CONCEPTO DE LA VIOLACIÓN. NORMAS VIOLADAS 

 
 

 

El concepto de la violación y el cargo correspondiente en los que se fundamenta la 

solicitud de nulidad de la Resolución 11001-3-20-0980 del 26 de junio de 2020, expedida 

por la Curadora Urbana No. 3 de Bogotá, mediante la cual otorgó a la Urbanizadora 

Marval, licencia de urbanización y construcción en las modalidades de cerramiento y obra 

nueva en el predio otero de Francisco – Humedal El Burrito, es el siguiente: 
 

i. CARGO ÚNICO 

http://www.concejodebogota.gov.co/


Página 38 de 66 

Calle 36 No. 28A 41 PBX 2088210 
www.concejodebogota.gov.co 

GDO-PT-001 / V.03 

 

 

La Curadora Urbana No. 3 de Bogotá, expidió la Resolución 11001 -3-20-0980 del 26 de  
junio de 2020, mediante la cual otorgó a la Urbanizadora Marval, licencia de urbanización  
y construcción en las modalidades de cerramiento y obra nueva en el predio Otero de  
Francisco – Humedal El Burrito, desconociendo lo dispuesto en losArtículos 2.2.6.1.2.2.1  
y 2.2.6.1.2.2.2del Decreto 1077 de 2015 y elDecreto 531 del 08 de abril de 2020 y en tal  
virtud, desconoció el principio de legalidad y generó efectos nocivos, afectando en materia  
grave el orden público, político, económico, social y ecológico, según se dispone en el  
artículo 137 de la Ley 1437 de 2011 -CPACA-. 

 

Los Artículos 2.2.6.1.2.2.1 y 2.2.6.1.2.2.2del Decreto 1077 de 2015, dispone. 
 

SUBSECCIÓN 2. DEL PROCEDIMIENTO PARA LA EXPEDICIÓN DE LA 

LICENCIA Y SUS MODIFICACIONES 
 

ARTICULO 2.2.6.1.2.2.1 Citación a vecinos. El curador urbano o la autoridad 

municipal o distrital competente para el estudio, trámite y expedición de licencias,  
citará a los vecinos colindantes del inmueble o inmuebles objeto de la solicitud  
para que se hagan parte y puedan hacer valer sus derechos. En la citación se dará 

a conocer, por lo menos, el número de radicación y fecha, el nombre del solicitante 

de la licencia, la dirección del inmueble o inmuebles objeto de solicitud, la 

modalidad de la misma y el uso o usos propuestos conforme a la radicación. La 

citación a vecinos se hará por correo certificado conforme a la información 

suministrada por el solicitante de la licencia. 

 
Se entiende por vecinos los propietarios, poseedores, tenedores o residentes de  
predios colindantes, de acuerdo con lo establecido en el numeral 6 del artículo  
2.2.6.1.2.1.7 de este decreto. 

 

Si la citación no fuere posible, se insertará un aviso en la publicación que para tal 
efecto tuviere la entidad o en un periódico de amplia circulación local o nacional. 
En la publicación se incluirá la información indicada para las citaciones. En 

aquellos municipios donde esto no fuere posible, se puede hacer uso de un medio 

masivo de radiodifusión local, en el horario de 8:00 a. m. a 8:00 p. m. 

 
Cualquiera sea el medio utilizado para comunicar la solicitud a los vecinos 
colindantes, en el expediente se deberán dejar las respectivas constancias. 

 
Parágrafo 1. Desde el día siguiente a la fecha de radicación en legal y debida  
forma de solicitudes de proyectos de parcelación, urbanización y construcción en  
cualquiera de sus modalidades, el peticionario de la licencia deberá instalar una  
valla  resistente  a  la  intemperie  de  fondo  amarillo  y  letras  negras,  con  una 
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dimensión mínima de un metro (1.00 m) por setenta (70) centímetros, en lugar  
visible desde la vía pública, en la que se advierta a terceros sobre la iniciación del  
trámite administrativo tendiente a la expedición de la licencia urbanística, indicando  
el número de radicación, fecha de radicación, la autoridad ante la cual se tramita la  
solicitud, el uso y características básicas del proyecto. 
Tratándose de solicitudes de licencia de construcción individual de vivienda de 

interés social, se instalará un aviso de treinta (30) centímetros por cincuenta (50) 
centímetros en lugar visible desde la vía pública. 

 

Cuando se solicite licencia para el desarrollo de obras de construcción en las 

modalidades de ampliación, adecuación, restauración o demolición en edificios o 

conjunto sometidos al régimen de propiedad horizontal, se instalará un aviso de 

treinta (30) centímetros por cincuenta (50) centímetros en la cartelera principal del 
edificio o conjunto, o en un lugar de amplia circulación que determine la 

administración. 
 

Una fotografía de la valla o del aviso, según sea el caso, con la información 

indicada se deberá anexar al respectivo expediente administrativo en los cinco (5) 
días hábiles siguientes a la radicación de la solicitud, so pena de entenderse 

desistida. 
 

Esta valla, por ser requisito para el trámite de la licencia, no generará ninguna 

clase de pagos o permisos adicionales a los de la licencia misma y deberá 

permanecer en el sitio hasta tanto la solicitud sea resuelta. 
 

Parágrafo 2. Lo dispuesto en este artículo no se aplicará para las solicitudes de 

licencia de subdivisión, de construcción en la modalidad de reconstrucción; 
intervención y ocupación de espacio público; las solicitudes de revalidación ni las 

solicitudes de modificación de licencia vigente siempre y cuando, en estas últimas, 
se trate de rediseños internos manteniendo la volumetría y el uso predominante 

aprobados en la licencia objeto de modificación. 
(Decreto 1469 de 2010, art. 29) 

 
ARTICULO 2.2.6.1.2.2.2 Intervención de terceros. Toda persona interesada en  
formular objeciones a la expedición de una licencia urbanística, podrá hacerse  
parte en el trámite administrativo desde la fecha de la radicación de la solicitud  
hasta antes de la expedición del acto administrativo que resuelva la solicitud.  
Dicho acto sólo podrá ser expedido una vez haya transcurrido un término mínimo  
de cinco (5) días hábiles, contados a partir del día siguiente a la fecha de la  
citación a los vecinos colindantes o de la publicación cuando esta fuere necesaria 

y, en el caso de los demás terceros, a partir del día siguiente a la fecha en que se 
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radique la fotografía donde conste la instalación de la valla o aviso de que trata el 
parágrafo 1 del artículo anterior. 

 

Parágrafo. Las objeciones y observaciones se deberán presentar por escrito, 
acreditando la condición de tercero individual y directamente interesado y 

presentar las pruebas que pretenda hacer valer y deberán fundamentarse 

únicamente en la aplicación de las normas jurídicas, urbanísticas, de edificabilidad 

o estructurales referentes a la solicitud, so pena de la responsabilidad 

extracontractual en la que podría incurrir por los perjuicios que ocasione con su 

conducta. Dichas observaciones se resolverán en el acto que decida sobre la 

solicitud. (Decreto 1469 de 2010, art. 30). (Subrayado fuera de texto). 
 
De acuerdo con lo dispuesto en las normas antes citadas, se tiene que frente a la solicitud 

de licencia de urbanización y construcción en las modalidades de cerramiento y obra 

nueva, solicitado por Marval en los predios que conforman el Humedal El Burrito de la 

Localidad de Kennedy a la Curaduría Urbana No. 3 de Bogotá, frente a la citación a 

vecinos, la Curaduría debía: 
 

1. Citar por correo certificado a los vecinos colindantes del inmueble o inmuebles 

objeto de la solicitud para que se hicieran parte y hacer valer sus derechos en el 
trámite de otorgamiento de la licencia urbanística citada. Son al menos cinco (5) 
edificios de apartamentos los que colindan con dicho predio, uno de ellos, 
construido por la misma Urbanizadora Marval, cual es Castellón de los Condes. 

2. En la citación debía dar a conocer -por lo menos-, el número de radicación y fecha, 
el nombre del solicitante de la licencia, la dirección del inmueble o inmuebles 

objeto de solicitud, la modalidad de la misma y el uso o usos propuestos conforme 

a la radicación. Esta situación, permitía tener conocimiento y permitirnos actuar de 

manera eficaz en la defensa de los derechos colectivos y de la naturaleza, 
representados en el Humedal El Burrito. 

3. La citación de los vecinos debía hacerla por correo certificado, a todos y cada uno 

de los vecinos colindantes de los predios donde pretende materializarse la licencia 

de urbanización y construcción en las modalidades de cerramiento y obra nueva, 
conforme a la información suministrada por el solicitante de la licencia. 

4. Son vecinos, los propietarios, poseedores, tenedores o residentes de predios 
colindantes, de acuerdo con lo establecido en el numeral 6 del artículo 

2.2.6.1.2.1.7 del Decreto 1077 de 201513. 

 
 

13
Es de anotar que el artículo 2.2.6.1.2.1.7. no tiene numeral 6 y versa sobre otro asunto, a saber: ARTÍCULO 

2.2.6.1.2.1.7 Documentos para la solicitud de licencias. El Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio establecerá 

mediante resolución los documentos que deberán acompañar todas las solicitudes de licencia y modificación de las 

licencias vigentes, que permitan acreditar la identificación del predio, del solicitante y de los profesionales que participan 

en el proyecto, así como los demás documentos que sean necesarios para verificar la viabilidad del proyecto. 
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5. En el evento en que a la Curaduría Urbana No. 3 de Bogotá, no le hubiese sido 

posible hacer la citación, situación que no se acredita, de hecho señala que envió 

citación a UN ÚNICO VECINO COLINDANTE, aspecto que no corresponde con la 

realidad y que se puede desvirtuar con sólo ver el mapa en Google Earth (se 

incluye imagen), donde se identifican al menos 5 edificios colindantes, por lo que 

debía insertar un aviso en la publicación que para tal efecto tuviere la entidad o en 

un periódico de amplia circulación local o nacional. En la publicación se incluirá la 

información indicada para las citaciones. 
La Curadora Urbana No. 3 de Bogotá en respuesta a las solicitudes efectuadas por 
la Congresista María José Pizarro y a la Concejala María Susana Muhamad 

González, señala que se efectuó la publicación en el diario el Nuevo Siglo el 30 de  
junio de 2020, es decir cuatro (4) días después de haber otorgado la licencia 

urbanística, con lo cual la violación a la norma es evidente y la posibilidad de 

intervención previa de parte de interesados o terceros, se desconoció de manera 

flagrante. 
No existe justificación para no haber enviado la citación a todos los vecinos 

colindantes, cuando de la sola mirada de los planos del proyecto, se evidencia la 

existencia de edificaciones colindantes con las misma, o como se evidencia en la 

siguiente imagen de Google Earth. 
En este caso, la Curadora Urbana No. 3 de Bogotá, ni citó a los vecinos 

colindantes por correo certificado, ni esperó el término de cinco (5) días hábiles 

desde la fecha de publicación de la citación el Diario El Nuevo Siglo para otorgar la 

licencia urbanística (ARTICULO 2.2.6.1.2.2.2 Intervención de terceros), de hecho,  
la otorgó el día 26 de junio, sin que siquiera se hubiese efectuado la citada 

publicación, lo que pone de presente una vulneración evidente de mis derechos, 
por esa situación anómala. 

6. Con el otorgamiento de la licencia urbanística, la Curadora Urbana No. 3 de 

Bogotá genera un grave fracturamiento del cumplimiento de la acción popular en 

virtud de la cual, diferentes entidades públicas han invertido recursos públicos, 
para garantizar la conectividad entre los Humedales El Burro y El Burrito, haciendo 

nugatorio el cumplimiento de dicho fallo. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

 

(Decreto 1469 de 2010, art. 21, Modificado por el Decreto 1203 de 2017, art. 6) 
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En la imagen citada, se identifican al menos cinco (5) edificaciones colindantes con el 
predio denominado Otero de Francisco o Humedal El Burrito, dentro de los que se 
destacan el Conjunto Residencial Castilla Imperial y Castellón de los Condes, este último 

construido por la misma Marval, cuyos propietarios, debían ser citados dentro del trámite 

de otorgamiento de la licencia urbanística que nos ocupa, de manera que así la 

urbanizadora Marval hubiese señalado que no había vecinos colindantes, la mera 

observación de los planos, la revisión de un mapa del área o lo que sería ideal, una visita 

campo, pudieron haber puesto en evidencia una falacia en la información suministrada por 
parte de la empresa solicitante. 

 
El trabajo de la Curaduría Urbana No. 3 debe ser de verificación de la información que se 

le suministra por el constructor, no de un mero revisor de documentos, y además, darle 

estricto cumplimiento al procedimiento previsto en las normas que regulan la expedición 

de licencias urbanísticas, por cuanto esa omisión se traduce en una vulneración del 
principio de legalidad, generando efectos nocivos, afectando en materia grave el orden 

público, político, económico, social y ecológico de la zona, que debe ser garantizado por 
quienes cumplen funciones públicas y no ser considerados como a una mera formalidad. 
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Adicionalmente, debe señalarse que la Urbanizadora Marval radicó la solicitud de licencia 

de urbanización y construcción en las modalidades de cerramiento y obra nuevamente la 

Curaduría Urbana No. 3 de Bogotá, el 15 de abril de 2020, , es decir, cuando las 

curadurías urbanas aun no podían prestar estos servicios por mandato del gobierno 

nacional, según el Decreto 531 del 08 de abril de 2020por el cual se extendieron las 

medidas de aislamiento preventivo obligatorio, desde el 13 de abril de 2020 al 26 del 
mismo mes. 

 

Solamente a partir del 27 de abril, en virtud de lo dispuesto en el Decreto 593 del 24 de 

abril de 2020, las curadurías urbanas podían reanudar la prestación de sus servicios para 

la expedición de licencias urbanísticas, debido a que se suspendieron desde el día 25 de 

marzo de 2020, en virtud de la expedición del Decreto 457 del 22 de marzo por parte del 
presidente de la República, de manera que se dio inicio a un trámite que no estaba 

autorizado por la ley, debido a las medidas de aislamiento preventivo obligatorio 

decretadas por el gobierno nacional. 
 
En ese sentido, la Curaduría urbana No. 3 de Bogotá, incurrió en violación de la medidas 

de aislamiento preventivo obligatorio que solamente le permitían reanudar el servicio a la 

Curaduría a partir del 27 de abril y no obstante, recibió la solicitud de licencia urbanística 

de parte de la Urbanizadora Marval el día 15 de abril e inició el trámite correspondiente. 
 

Esto se suma al desconocimiento de las normas que regulan el otorgamiento de las 

licencias urbanísticas, como es la ausencia de citación a terceros colindantes mediante 

correo certificado, sumado a que la publicación de dicha citación en un diario de 

circulación nacional se efectuó cuatro (4) días después de haberse otorgado la licencia 

urbanística, impidió la intervención de los interesados directos y de los terceros, tal y 

como está previsto en los artículos 2.2.6.1.2.2.1. y 2.2.6.1.2.2.2. del Decreto 1077 de 

2015, antes trascritos, de manera que con el accionar de la Curadora Urbana No. 3 de 

Bogotá, se configura en una violación del principio de legalidad previsto en el artículo 121 

de la Constitución Política y generando efectos nocivos, afectando en materia grave el 
orden público, político, económico, social y ecológico de la zona, que debe ser 
garantizado por quienes cumplen funciones públicas, por cuanto las normas 

procedimentales son de orden público y no pueden ser transadas o negociadas en su 

aplicación, y de su estricto cumplimiento, se derivan las garantías de los derechos 

fundamentales de los ciudadanos, como el debido proceso, el acceso a la información y la 

participación, además, del principio de igualdad, violentado en este caso, a favor de la 

Urbanizadora Marval y en detrimento de los habitantes de la localidad de Kennedy. 
 

Con la expedición de la Resolución 11001-3-20-0980 del 26 de junio de 2020, la Curadora 

Urbana No. 3 de Bogotá, desconoció el principio de legalidad y generó efectos nocivos, 
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afectando en materia grave el orden público, político, económico, social y ecológico, 
según se dispone en el artículo 137 de la Ley 1437 de 2011 -CPACA-. 

 

Adicionalmente, debe señalarse, que si bien la Resolución 11001-3-20-0980 del 26 de 

junio de 2020, es un acto administrativo es carácter particular y concreto, así afecte 

intereses generales como el espacio público, el derecho a un ambiente sano y el deber 
del Estado de conservar las áreas de especial importancia ecológica, resulta evidente que 

se configuran las siguientes causales de nulidad previstas en el artículo 137 del CPACA, a 

saber: 

 
1. Por infracción de las normas en que deberían fundarse. 
2. Por haber expedido en forma irregular los actos administrativos demandados. 
3. Con desconocimiento del derecho de audiencia y defensa 
4. Por haber expedido los actos administrativos citados mediante falsa motivación o 
5. Por  haber  expedido  los  actos  administrativos  citados  con  desviación  de  las 

atribuciones propias de quien los profirió. 
 
No obstante, en el rigor que señala la Ley 1437 de 2011, nos centraremos inicialmente en 

la causal No. 3 de las previstas de manera excepcional para solicitar la nulidad de actos 

administrativos de contenido particular en los siguientes casos: 
 

(…) 
3. Cuando los efectos nocivos del acto administrativo afecten en materia grave el 
orden público, político, económico, social o ecológico. 

 
 
 
NORMAS VIOLADAS RESPECTO DEL PRIMER CARGO 

 
Al formular el CARGO ÚNICO, se señalaron las normas violadas por la Curadora Urbana 

No. 3 de Bogotá, al expedir la Resolución 11001-3-20-0980 del 26 de junio de 2020, 
mediante la cual otorgó a la Urbanizadora Marval licencia de urbanización y construcción 

en las modalidades de cerramiento y obra nueva en el predio Otero de Francisco – 
Humedal El Burrito, cuáles fueron los Artículos 2.2.6.1.2.2.1 y 2.2.6.1.2.2.2 del Decreto 

1077 de 2015 y el Decreto 531 del 08 de abril de 2020, previamente citados, de manera 

que se desconoció el principio de legalidad y se incurrió en la causal de nulidad de 

generar efectos nocivos, afectando en materia grave el orden público, político, económico, 
social y ecológico, según se dispone en el artículo 137 de la Ley 1437 de 2011 -CPACA-, 
de manera que no se volverá a citar ese aspecto. 
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Ahora bien, es importante poner de presente la importancia que reviste el ordenamiento 
territorial y las licencias urbanísticas, y en tal sentido, mediante la Sentencia C-145/15. 
Magistrada (e) Ponente: MARTHA VICTORIA SÁCHICA MÉNDEZ Bogotá, D.C., entre 

otras cosas, se señaló: 
 

6. Licencias de urbanismo 
 

La función constitucional de reglamentar los usos del suelo tiene relación con la  
gestión a cargo de los curadores urbanos y autoridades territoriales encargadas de  
la expedición de las licencias de urbanismo, a partir de los usos definidos en el 
Plan de Ordenamiento Territorial del respectivo municipio ( POT) Las licencias de 

urbanismo reguladas en las leyes 400 de 1997, 9°  de 1989 y 388 de 1997, 
modificada por la Ley 810 de 2003, y en sus decretos reglamentarios14, son actos  
administrativos proferidos con fundamento en los aspectos urbanísticos,  
arquitectónicos y estructurales definidos en la ley, que se otorgan previa  
verificación del cumplimiento de las normas urbanísticas y de edificación  
contenidas en el Plan de Ordenamiento Territorial del respectivo distrito o  
municipio, las cuales son necesarias para adelantar  determinada actividad de  
urbanismo por un lapso determinado . 

 
El artículo 2 del Decreto 1469 del 30 de abril de 2010 clasifica las licencias en i) 
urbanización, ii) parcelación, iii) subdivisión, iv) construcción; e v) intervención y 

ocupación del espacio público. Puede afirmarse entonces, que la licencia 

urbanística, en cualquiera de sus modalidades, es un mecanismo de control del 
cumplimiento de las normas contenidas en el Plan de Ordenamiento Territorial17, 
las disposiciones de Sismo Resistencia18 y demás normas urbanísticas aplicables 

en el municipio o distrito, en cierta clase de obras.(Subrayado fuera de texto). 
 
A pesar de la claridad meridiana de las normas que rigen el otorgamiento de licencias 

urbanísticas y la imposibilidad de prestar la función pública de expedir dichas licencias, 
debido a las medidas de aislamiento preventivo obligatorio decretadas por el gobierno 

nacional, generado por la pandemia del COVID-19, sin que existiera fundamento jurídico 

para ese efecto y violando la normativa vigente, la Curadora Urbana No. 3 de Bogotá, 
expidió la Resolución 11001-3-20-0980 del 26 de junio de 2020, mediante la cual otorgó a 

la Urbanizadora Marval licencia de urbanización y construcción en las modalidades de 

cerramiento y obra nueva en el predio Otero de Francisco – Humedal El Burrito, situación 

que lleva a que se decrete la medida cautelar de suspensión de dicha resolución y que 

posteriormente se declare la nulidad de la misma. 
 

La Curadora Urbana No. 3 de Bogotá es una particular que cumple funciones públicas, de 

manera concreta la expedición de licencias urbanísticas, esa es la razón de ser de las 
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curadurías urbanas, para eso las creo la ley, de manera que no se trata de un particular 
que desconoce la función pública que le atañe, al contrario, es una especialista en esa 

materia, de manera tal que el desconocimiento del procedimiento que le correspondía 

aplicar por mandato legal, debió haber sido verificado y cumplido a cabalidad, por cuanto 

del mismo, se desprendía el respeto de las garantías de los asociados, el cumplimiento 

del principio de legalidad y la posibilidad legal, que se decrete su nulidad. 
Como se aprecia, corresponde a la Curadora urbana No. de 3 de Bogotá, cumplir de 

manera estricta las normas que se refieren a las licencias urbanísticas, y a través de ese 

medio, garantizar la efectividad de las medidas dirigidas a la preservación, conservación y 

mantenimiento del patrimonio natural del Distrito Capital, en especial del Humedal El 
Burrito, cuya situación no ha sido pacífica, ha estado y está envuelta en acciones 

judiciales, en cumplimento de fallos, y reclamaciones entre particulares, el Estado y la 

comunidad, todo esto puesto en conocimiento de la referida curadora incluso por la 

Procuraduría General de la República. Sobre este asunto, puede sobrevenir un aspecto 

de mayor envergadura, por cuanto por mandato legal y constitucional, los humedales son 

bienes de uso público y eso podría dar lugar a otras acciones legales, para determinar la 

real propiedad que tienen la Urbanizadora Marval sobre dicho predio y la obligación del 
estado y de los particulares en su restauración, recuperación y conservación. 

 

A continuación se presentan unas fotografías del Humedal El Burrito, tomadas en 2012 

por Alejandro Torres, activista y defensor de los humedales El Burro y El Burrito, entre 

otros de la localidad de Kennedy, donde se aprecia el cuerpo de agua, la vegetación y 

aves propias de humedal; así como maquinaria desecando el humedal, en una situación 

que es objeto de investigación sancionatoria ambiental por parte de la Secretaría Distrital 
de Ambiente desde 2012 y que aún no culmina. 
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Como se aprecia, el Humedal El Burrito existe y debe ser objeto de restauración ecológica 
para el beneficio de los habitantes de Kennedy y de la misma naturaleza, como sujeto de 

derechos. 
 

2.  CAUSALES DE NULIDAD FRENTE AL CARGO ÚNICO 
 
Expuesto lo anterior, es preciso señalar que conforme a lo dispuesto en el artículo 137 de 

la Ley 1437 de 2011 -CPACA- los actos administrativos de carácter particular son nulos, 
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“Cuando los efectos nocivos del acto administrativo afecten en materia grave el orden 

público, político, económico, social o ecológico”, situación que ante un ecosistema de 

especial importancia en términos de conservación, como el humedal El Burrito, que es un 

ecosistema de importancia ecológica, que en el caso de la Capital de la República en 

tiempos de crisis climática, resulta de suma importancia, por cuanto las afectaciones de 

los grandes centros urbanos en materia de calidad del aire, ruido, pérdida de paisaje y 

biodiversidad son de los más graves problemas por resolver y donde este tipo de áreas 

cumplen un importante papel. 
 

El deterioro ambiental no es un asunto especulativo, sino una realidad palpable. La 

supervivencia de la especie humana misma depende de las condiciones ambientales en 

las cuales se desenvuelve y el impacto de la actividad antropogénica derivada del modelo 

de desarrollo económico actual se ve reflejada en importantes cambios planetarios como, 
por ejemplo, el cambio climático. 

 

La preocupación de los Estados se ha visto reflejada en la suscripción de compromisos 

internacionales para reducir las cifras de deforestación, emisiones, promover la educación 

ambiental, y en general, modificar las tendencias del desarrollo para buscar una 

sostenibilidad ambiental que garantice la satisfacción de las necesidades del presente sin 

sacrificar las de las generaciones futuras. En el caso de Bogotá, once (11) de sus 

humedales urbanos fueron designados como sitio Ramsar, de manera que están incluidos 

en la Lista de Humedales de importancia internacional y es preciso señalar, que conforme 

a la Ley 357 de 1997, el país adquirió la obligación de proteger y conservar todos sus 

humedales, estén o no incluidos en la referida Lista. 
 

Los principios de desarrollo sostenible, prevención y precaución han sido incorporados a 

los diferentes ordenamientos jurídicos de los Estados a fin de que el Derecho funja como 

herramienta de simbólica, preventiva y correctiva que coadyuve en la adopción de 

medidas para modificar los patrones de comportamiento social contrarios a las finalidades 

de los principios adoptados en las Cumbres Mundiales sobre medio ambiente. 
 

En Colombia, cuenta con un marco normativo interno e internacional dirigido a la 

conservación de sus áreas de especial importancia ecológica, como los humedales y los 

procesos de planificación estatal y del ordenamiento territorial, deben estar dirigidos al 
cumplimiento de esos fines. 

 

En ese estado de cosas, es importante tener presente el contexto constitucional, legal, 
reglamentario que se relaciona con la evaluación del impacto ambiental, que ocasionan, 
entre otros los desarrollos urbanísticos y dar aplicación al fin preventivo de los procesos 

de evaluación y planificación a cargo del Estado. 
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En los artículos 8, 79, 80 y 95 de la Constitución Política se señala el deber del Estado y 

de los particulares de proteger el ambiente, la existencia del derecho colectivo a un 

ambiente sano, el deber del Estado de proteger la diversidad e integridad del ambiente, 
conservar las áreas de especial importancia ecológica, fomentar la educación para el 
logro de estos fines, planificar el manejo y aprovechamiento de los recursos naturales 

para garantizar su desarrollo sostenible, su conservación, restauración o sustitución y 

prevenir los factores de deterioro ambiental. 
 

Previamente a esto, en los artículos 2 de la Ley 23 de 1973 “Por la cual se conceden 
facultades extraordinarias al Presidente de la República para expedir el Código de 

Recursos Naturales y protección al medio ambiente y se dictan otras disposiciones” y 1 
del Decreto ley 2811 de 1974 -Código Nacional de Recursos Naturales Renovables y de 

Protección al Medio Ambiente-, se  dispuso que el ambiente es patrimonio común, y 

corresponde al Estado y a los particulares su mejoramiento, conservación, preservación y 

manejo, que se consideran de utilidad pública e interés social. 
 
En el artículo 1 de la Ley 99 de 1993 se establecen los principios que rigen la política 

ambiental colombiana, y en tal sentido dispone: 
 

Artículo 1º.- Principios Generales Ambientales. La política ambiental colombiana 

seguirá los siguientes principios generales. 
2. La biodiversidad del país, por ser patrimonio nacional y de interés de la 

humanidad, deberá ser protegida prioritariamente y aprovechada en forma 

sostenible. 
4. Las zonas de páramos, subpáramos, los nacimientos de agua y las zonas de 

recarga de acuíferos serán objeto de protección especial. 
6. La formulación de las políticas ambientales tendrá en cuenta el resultado del 
proceso de investigación científica. No obstante, las autoridades ambientales y los 

particulares darán aplicación al principio de precaución conforme al cual, cuando 

exista peligro de daño grave e irreversible, la falta de certeza científica absoluta no 

deberá utilizarse como razón para postergar la adopción de medidas eficaces para 

impedir la degradación del medio ambiente. 
8. El paisaje por ser patrimonio común deberá ser protegido. 
11. Los estudios de impacto ambiental serán el instrumento básico para la toma de  
decisiones respecto a la construcción de obras y actividades que afecten  
significativamente el medio ambiente natural o artificial.(Subrayado fuera de texto). 

 
En ese sentido, la Corte Constitucional en la Sentencia C-192 de 2016. Magistrado 
Ponente: GABRIEL EDUARDO MENDOZA MARTELO, entre otras cosas señaló: 
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7.3. Los propósitos que persigue la ordenación de los territorios y el explícito 
reconocimiento constitucional de la obligación de las autoridades de intervenir en 

el uso del suelo a efectos de amparar el bien común, permite entonces concluir 
que la planeación urbana constituye una actividad de interés público o social que, 
en consecuencia, puede tener efectos en la titularidad y ejercicio de determinados 

derechos como el de propiedad. Ha señalado la jurisprudencia de este Tribunal 
que: “[l]a planificación de las actividades que pueden realizarse en las distintas 
áreas de los municipios incide en todos los ámbitos: en la protección del ambiente 

sano (…), en el desarrollo industrial, económico, educativo y cultural de las 

entidades territoriales.” 
 
Así mismo, en la Sentencia C-703 de 2010, la Corte Constitucional se pronunció frente al 
principio de precaución, y al respecto, entre otras cosas expresó: 

 

Tratándose de daños o de riesgos se afirma que en algunos casos es posible  
conocer las consecuencias que tendrá sobre el ambiente el desarrollo de  
determinado proyecto, obra o actividad, de modo que la autoridad competente  
puede adoptar decisiones antes de que el riesgo o el daño se produzcan, con la  
finalidad de reducir sus repercusiones o de evitarlas y cuando tal hipótesis se  
presenta opera el principio de prevención que se materializa en mecanismos  
jurídicos tales como la evaluación del impacto ambiental o el trámite y expedición  
de autorizaciones previas, cuyo presupuesto es la posibilidad de conocer con  
antelación el daño ambiental y de obrar, de conformidad con ese conocimiento  
anticipado, a favor del medio ambiente. (Subrayado fuera de texto). 

 
En ese orden de ideas, las licencias urbanísticas que afectan de manera evidente el 
espacio público y el derecho a un ambiente sano de las comunidades que habitan la 

localidad de Kennedy, y que conducen a un cambio de uso del suelo y a la afectación 

ambiental, traducida en la pérdida de un ecosistema estratégico, el paisaje, la 

biodiversidad, el suelo, el aire, es decir a un deterioro de las condiciones naturales del 
área, a cambios drásticos en el entorno natural y social, la curaduría urbana, debía 

autoridad ambiental debe redundar en garantías para evitar que los derechos 

fundamentales, los colectivos, los de la naturaleza y los de las generaciones futuras se 

vean disminuidos, degradados o incluso desaparezcan por las graves afectaciones que se 

puedan ocasionar. 
 

En ese estado de cosas, la licencia urbanística en ningún caso puede ser considerada 

una autorización para degradar, destruir, contaminar la naturaleza y afectar a las 

comunidades locales; una decisión tomada en contravía de los fines esenciales  del 
Estado y dentro de ellos, del deber de protección ambiental y de prevención de los 

factores  de  deterioro  ambiental,  podría  conllevar  a  un  déficit  de  protección  de  los 
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derechos que están bajo responsabilidad del Estado, según los mandatos previstos en la 
Constitución Política, en especial los artículos 1, 2, 8, 58, 79 y 80. 

 

Las licencias urbanísticas trascienden lo estrictamente constructivo y los usos del suelo, y 

se trasladan a la generación de impactos ambientales y sociales que, en muchos casos, 
se traduce en la violación de derechos fundamentales de las comunidades que se 

encuentran en el área de influencia, como ha sido evidenciado por la Corte Constitucional 
en reiterada jurisprudencia, especialmente en las Sentencias T-154 de 2013 y T-704 de 

2016. 

 
El otorgamiento de una licencia urbanística desconociendo el marco normativo que regula 

la materia y las medidas excepcionales del aislamiento preventivo obligatorio en virtud de 

la pandemia ocasionada por el COVID-19, lleva a un déficit de protección de los derechos 

fundamentales y colectivos que debe tutelar el Estado, a hacer nugatorios los principios y 

derechos previstos en la Carta superior y a una decisión que desconoce los requisitos, 
procedimiento y condiciones contempladas en la ley y los reglamentos, debe llevar a su 

declaratoria de nulidad de la Resolución11001-3-20-0980 del 26 de junio de 2020, 
mediante la cual la Curadora Urbana No. 3 de Bogotá, otorgó a la Urbanizadora Marval 
licencia de urbanización y construcción en las modalidades de cerramiento y obra nueva 

en el predio Otero de Francisco – Humedal El Burrito, entre otras cosas, por violar el 
principio de legalidad y por cuanto sus efectos nocivos, afecten en materia grave el orden 

público, político, económico, social y ecológico, como ocurren en este caso y conforme al 
artículo 137 de la ley 1437 de 2011 -CPACA- deben dar lugar a declarar su nulidad. 

 
En relación con lo expuesto, se hace necesario referirse al principio de legalidad previsto 
en el artículo 121 de la Constitución Política, y para el efecto, se transcribirán algunos 

apartes de lo expuesto por la Corte Constitucional en la Sentencia C-710 de 200114, a 
saber: 

 

En qué consiste el principio de legalidad 
 

1. El principio constitucional de la legalidad tiene una doble condición de un lado 

es el principio rector del ejercicio del poder y del otro, es el principio rector del 
derecho sancionador. 

 

Como principio rector del ejercicio del poder se entiende que no existe facultad, 
función o acto que puedan desarrollar los servidores públicos que no esté 

prescrito, definido o establecido en forma expresa, clara y precisa en la ley. Este 
 
 

 

14
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2001/c-710-01.htm 
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principio exige que todos los funcionarios del Estado actúen siempre sujetándose 

al ordenamiento jurídico que establece la Constitución y lo desarrollan las demás 

reglas jurídicas. 
 

La consagración constitucional del principio de legalidad se relaciona con dos 

aspectos básicos y fundamentales del Estado de derecho: con el principio de 

división de poderes en el que el legislador ostenta la condición de representante 

de la sociedad como foro político al que concurren las diferentes fuerzas sociales 

para el debate y definición de las leyes que han de regir a la comunidad. Y de otro 

lado, define la relación entre el individuo y el Estado al prescribir que el uso del 
poder de coerción será legítimo solamente si está previamente autorizado por la 

ley. Nadie podrá ser juzgado sino conforme a las leyes preexistentes al acto que 

se le imputa. 
 

Su posición central en la configuración del Estado de derecho como principio 

rector del ejercicio del poder y como principio rector del uso de las facultades tanto 

para legislar –definir lo permitido y lo prohibido– como para establecer las 

sanciones y las condiciones de su imposición, hacen del principio de legalidad una 

institución jurídica compleja conforme a la variedad de asuntos que adquieren 

relevancia jurídica y a la multiplicidad de formas de control que genera la 

institucionalidad. (…) 
 

Es indudable que corresponde al legislador determinar cuáles son las formas 

procedimentales que debe regir la tramitación de los respectivos procesos, ante 

las distintas jurisdicciones. La Corte reiteradamente ha reconocido  cierta 

autonomía y libertad del legislador para regular las formas y formalidades del 
debido proceso, que sólo encuentran su límite en los mandatos constitucionales  
que consagran los derechos, deberes y garantías, en los que constituyen  
principios y valores esenciales del orden constitucional, y en el respeto por la  
racionalidad y razonabilidad de las normas en cuanto ellas se encaminen a  
alcanzar fines constitucionales legítimos. (Subrayado fuera de texto) 

 
Finalmente, en atención a la afectación general que genera la licencia urbanística 

otorgada por la Curaduría No. 3 de Bogotá, mediante la Resolución 11001-3-20-0980 del 
26 de junio de 2020, a través de la cual otorgó a la Urbanizadora Marval licencia de 

urbanización y construcción en las modalidades de cerramiento y obra nueva en el predio 

Otero de Francisco – Humedal El Burrito, y en relación con las otras causales previstas en 

el artículo 137 del CPACA, se debe señalar que el Consejo de Estado se ha pronunciado 

en reiteradas oportunidades y entre otras cosas ha expresado: 
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CONSEJO DE ESTADO. SECCIÓN TERCERA SUBSECCIÓN C. CONSEJERO 
PONENTE: JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA VEINTICUATRO (24) DE 

OCTUBRE DE DOS MIL DIECISÉIS (2016) RADICACIÓN: 11001032600020150002200 

(53057) 
 
 

Infracción de las normas es que deberías fundarse: 
En suma, previa revisión ponderada e integral del acervo probatorio que obra en el 
expediente, como la infracción a las normas en que debería fundarse el acto 

administrativo se estructura una vez se demuestra que las disposiciones 

normativas superiores que gobiernan las condiciones de legalidad  fueron 

desconocidas o vulneradas por la autoridad. 
 

De manera específica, las razones para la anulación de los actos administrativos 

se relacionan con la infracción a las normas en que debería haberse fundado el 
acto administrativo, disposiciones estas que se supone fueron desconocidas o 

vulneradas por las autoridades al momento de su expedición. Como se observa, la 

generalidad de la redacción del legislador permite deducir sin mayores esfuerzos 

que se incorpora en esta descripción la totalidad de la base normativa y 

conceptual, de principios y valores aplicables a cada acto administrativo en el 
derecho colombiano, lo que implica necesariamente que dentro de ella queden 

incorporadas las normas constitucionales que son la base y esencia del sistema. 

 
Luego todo juicio de nulidad de un acto administrativo implica en esta perspectiva 

lógica un acercamiento al texto constitucional y a sus bases sustentadoras, no se 

trata de un simple enjuiciamiento de legalidad sub constitucional. 

 
Forma irregular: 

 

Se sanciona así mismo con nulidad a todo acto administrativo que sea expedido 

en forma irregular, irregularidad ésta que puede provenir del desconocimiento de 

los parámetros establecidos en la Constitución Política. Si se trata de la 

vulneración de las exigencias simplemente legales o administrativas, también se 

violaría la Carta Fundamental, en cuanto que, como lo anotábamos a propósito de 

la causal anterior, están de por medio los artículos 121 y 123 inciso 2° C.N. que 

son perentorios al determinar que los poderes y funciones de las autoridades 

deben ejercerse en los estrictos términos señalados en las disposiciones 

constitucionales, legales o administrativas. 
 

Debido proceso y falsa motivación: 
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“Se ubica  en la base de  las nulidades de  los actos administrativos el 
desconocimiento sustancial al debido proceso, causal que debe en consecuencia 

ser analizada y entendida conforme a lo dispuesto en el artículo 29 C.N. en 

concordancia con lo establecido en los artículos 42 y 44 CPACA que obligan al 
respeto y acatamiento del concepto  sustancial del debido  proceso como 

presupuesto para la expedición de cualquier decisión por parte de quienes ejercen 

funciones administrativas. La causal que enmarcamos dentro de este contexto 

señala que los actos administrativos serán nulos por el desconocimiento del 
derecho de audiencia y defensa. La Sola referencia al artículo 29 C.N. implica que 

el juicio y análisis de esta causal debe llevar al juez contencioso administrativo 

necesariamente a un estricto control de constitucionalidad del acto administrativo y 

la decisión que adopte se fundará estrictamente en reflexiones en torno a la Carta 

Fundamental. 
 

En relación directa con el debido proceso se ha desarrollado en el derecho 

administrativo la causal de nulidad por falsa motivación, a través de la cual se 

recogen todas las irregularidades objetivas emanadas de los fundamentos de 

hecho y de derecho de las decisiones de quienes ejercen funciones 

administrativas.” 

 
CONSEJO DE ESTADO, SECCIÓN SEGUNDA, CONSEJERO PONENTE: GABRIEL 

VALBUENA HERNÁNDEZ, BOGOTÁ, D.C., VEINTITRÉS (23) DE MARZO DE DOS MIL 

DIECISIETE (2017). RADICADO: 11001-03-25-000-2016-00019-00 (0034-2016) 
 

Falsa motivación: 
 

Lo dicho permite afirmar sin asomo de duda, que los vicios invalidantes del acto 

administrativo tienen una relación directa con sus elementos. En otras palabras, la 

ausencia o la insuficiencia de alguno de tales elementos comprometen la validez 

de la decisión administrativa y están llamados a determinar su expulsión del 
ordenamiento jurídico mediante la declaratoria de su nulidad en sede judicial. 
Ahora bien, en cuanto la motivación como elemento del acto administrativo, esta 

se entiende como la expresión de los móviles que impulsaron al titular de la 

función administrativa a adoptar determinada decisión. Comporta los fundamentos 

de hecho y de derecho que la autoridad ha debido tener en cuenta para 

pronunciarse en uno u otro sentido. En ese orden, los fundamentos de hecho 

constituyen los supuestos fácticos en los que se soporta la decisión, mientras los 

de derecho vienen a ser los cimientos de orden constitucional y legal que sirvieron 

de base a la autoridad para decidir determinado asunto. 
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Siguiendo con el hilo de lo expuesto, es necesario puntualizar que se habla de 
“falsa motivación” cuando se presenta una disconformidad entre la realidad fáctica 

y jurídica que ha debido servir de fundamento al acto y los fundamentos fácticos y 

jurídicos que finalmente quedaron consignados en la decisión administrativa. 
 

Sobre el particular, la jurisprudencia de esta Corporación ha explicado que “el vicio 
de falsa motivación se presenta cuando la sustentación fáctica del acto carece de 

veracidad, es decir, no hay correspondencia entre lo que se afirma en las razones 

de hecho o de derecho que se aducen para proferir el acto y la realidad fáctica y/o 

jurídica del respectivo asunto. 
 

Falta de Motivación (Forma irregular): 
 

Paralelamente al defecto consistente en la “falsa motivación”, hay otro vicio 
invalidante que es el de la “falta de motivación”, cuya ocurrencia se subsume en el 
vicio de “expedición irregular” a que se refiere el inciso segundo del artículo 136 de 

la Ley 1437 de 2011. Dicho defecto se configura cuando el acto carece por 
completo de fundamentos de hecho y/o de derecho, o cuando la motivación 

incorporada en el acto administrativo es tan precaria e insuficiente que no puede 

tenerse el acto como motivado. Se trata de un vicio que afecta el aspecto formal 
de la decisión administrativa a partir de la exigencia que contempla el artículo 42 

ejusdem. Con todo, el legislador, en la aludida disposición legal, establece el 
contenido de las decisiones administrativas, de allí que sin ambages exija que 

luego de haberse brindado la oportunidad a los interesados de expresar sus 

opiniones y con base en las pruebas disponibles, la autoridad debe adoptar la 

decisión, que será motivada. (negrilla del texto original). 
 

En virtud de lo expuesto en los párrafos que anteceden, la falta de motivación 

puede llegar a configurar una expedición irregular del acto administrativo, cuando 

con ella se vulneren los derechos y garantías de los asociados, conclusión a la que 

solo se podrá llegar al estudiar el caso concreto y la incidencia que en este pueda 

tener la ausencia total o la deficiente motivación. 
 

Al tratarse de un vicio de forma se debe tener en cuenta el criterio fijado por la 

jurisprudencia que apunta a establecer qué tipo de vicios formales tienen  la 

entidad de comprometer la validez del acto administrativo. Al respecto se ha 

podido establecer que existen formalidades sustanciales y no sustanciales, siendo 

las primeras aquellas con la capacidad de enervar la presunción de legalidad que 

se predica de los actos administrativos. Estas formalidades se caracterizan por ser 
mecanismos que garantizan los derechos de los afectados y aseguran que la 

decisión adoptada se dé en un sentido y no en otro. Además de ello, no puede 
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perderse de vista que la exigencia de la motivación se explica por la necesidad de 
permitir a los ciudadanos del común, conocer las razones y fundamentos que 

invoca la administración para adoptar la decisión, pues es a partir de allí que los 

destinatarios del acto administrativo puedan acudir ante esta jurisdicción 

especializada para cuestionar su legalidad. En este punto la Corporación ha 

precisado lo siguiente: 
 

La segunda se desprende de que los actos administrativos deben formarse 

mediante procedimientos previstos en la ley y de que la observancia de la forma es 

la regla general, no sólo como garantía para evitar la arbitrariedad, sino porque la 

actividad de la administración es instrumental para asegurar la certeza 

documental, y para constituir pruebas de los actos respectivos, que permitan 

examinarlos respecto a su validez, al revés de lo que sucede en la actividad 

privada, que muchas veces se ejerce mediante negocios jurídicos que se 

perfeccionan con el simple intercambio del consentimiento de las personas que en 

ellos intervienen. La doctrina divide las formas en tres categorías a saber: Las 

previas o requisitos que es menester llenar antes de dictar el acto administrativo 

correspondiente; las concomitantes que deben adoptarse al tiempo de la 

expedición del acto, y las posteriores cuando la ley las establece para ser 
cumplidas después de la emisión del acto. Aunque generalmente las formalidades 

hacen parte integrante de la manera de manifestarse la voluntad de la 

administración, no toda omisión de ellas acarrea la nulidad del acto, pues como 

dice Albert, en su obra “Controle Jurisdiccion el de L’administration”, “Débase 
precaver de las matemáticas jurídicas, ya que proclamando que la nulidad se 

presume, no habría administración posible si el Consejo de Estado anulase los 

actos administrativos por omisión de formalidades insignificantes o de formalidades 

cuyo cumplimiento no habría, en la realidad de los hechos, podido procurar 
ninguna garantía suplementaria a los administrados”. A su turno Walline opina: “Si 
el Consejo de Estado anulase despiadadamente por vicios de forma, los actos en 

cuyo cumplimiento se hubiese deslizado la menor incorrección de forma, la 

administración sería incitada para evitar la anulación de sus actos a exagerar la 

minuciosidad del formalismo y se vendría con ello a dilatar aún más los 

procedimientos burocráticos que ya de por sí pecan de complicados, ocasionando 

frecuentemente a los administrados una incomodidad excesiva”. Para distinguir 
entre las formas sustanciales y las accidentales, los Tribunales deben examinar 
cada caso, con base en que sólo las que constituyan una verdadera garantía y, por 
ende, un derecho para los asociados, su incumplimiento induce a nulidad. A este 

propósito el mismo Walline dice: “En cuanto a la determinación de cuando la 
formalidad tiene carácter sustancial y cuando no lo es, por lo general es una 

cuestión de hecho. La directiva jurisprudencial a este respecto es la siguiente: 
¿Cuál habría sido la decisión final si se hubieran seguido las formas legales 
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dejadas de lado? ¿Habría sido la misma que la establecida en el acto? ¿Habría 
sido otra? La jurisprudencia no exige el cumplimiento regular de todas las 

formalidades prescritas a los administradores, sino solamente aquellas cuya 

observancia ha podido tener alguna influencia sobre las decisiones respectivas” 
(Cita de Alberto Preciado, Conferencia de Derecho Administrativo Especial, 
Universidad Javeriana, 1966). 

 
Al amparo de las reglas jurisprudenciales expuestas se puede concluir “que si bien 
constituye causal de nulidad (no del procedimiento sino de los actos definitivos) el 
haber sido expedido de forma irregular, no toda omisión de formalidades y trámites 

da lugar necesariamente a la ilegalidad del acto. Al efecto se ha elaborado la 

teoría de las formalidades y procedimientos substanciales o no substanciales o 

accidentales en el sentido de que sólo en los casos en que las formalidades y 

procedimientos puedan calificarse de substanciales, su omisión dará lugar a la 
ilegalidad del acto. 

 
En virtud de lo expuesto en los párrafos que anteceden, la falta de motivación 

puede llegar a configurar una expedición irregular del acto administrativo, cuando 

con ella se vulneren los derechos y garantías de los asociados, conclusión a la que 

solo se podrá llegar al estudiar el caso concreto y la incidencia que en este pueda 

tener la ausencia total o la deficiente motivación. 
 
CONSEJO DE ESTADO, SECCIÓN SEGUNDA, CONSEJERO PONENTE GUSTAVO 

EDUARDO GÓMEZ ARANGUREN, AUTO 85001-23-31-000-2004-01989-020730-08, 27 

DE ENERO DE 201115
 

 

Infracción de las normas en que deben fundarse 
 

El vicio formal de infracción de las normas en las que el acto debe fundarse, 
referidas dichas normas, a todas aquellas que componen el ordenamiento jurídico, 
por manera que objetivamente implica la confrontación del acto con la norma 

superior, se trata entonces de un problema de derecho; la incompetencia, que 

consiste en que la autoridad administrativa adopta una decisión sin encontrarse 

legalmente facultada para ello, teniendo en cuenta que no se puede salir del marco 

constitucional y legal que le señala su competencia; y, la expedición irregular, que 

acontece cuando se emite el acto sin sujeción a un procedimiento y unas fórmulas 

determinadas. 
 

Derecho de Audiencia y defensa / falsa motivación / desviación de poder 
 
 

 

15
Auto expedido en vigencia del CCA. 
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El vicio material de desconocimiento del derecho de audiencias y defensa, es una 

causal implícita en el Derecho administrativo, porque forma parte de la garantía 

constitucional básica al debido proceso; la falsa motivación, que se traduce en el 
error de hecho o de derecho que en determinado momento puede afectar la 

legalidad del acto y el desvío de poder, que es la intención con la cual la autoridad 

toma una decisión persiguiendo un fin diferente al previsto por el Legislador. 
Significa lo anterior, que la desviación de poder, es el vicio que afecta la finalidad 

del acto administrativo, bajo el entendido que el fin que el acto persigue configura 

un requisito que hace a su legalidad y que debe hallarse en el marco de la función 

administrativa y del ordenamiento jurídico; de manera pues, que este vicio se 

reconoce, cuando se está ante la presencia de una intención particular, personal o 

arbitraria de un sujeto que actúa a nombre de la Administración, en la búsqueda de 

un fin opuesto a las normas a las que debe someterse. 
 

Por otra parte, la doctrina ha expuesto que la causal “infracción de las normas en que 

debería fundarse”, es general y amplia pues incluye al resto de causales establecidas en 

la Ley. Si el acto administrativo se expide en contravía de disposiciones superiores carece 

del sustento normativo para tenerse como válido por parte del ordenamiento jurídico y 

debe ser excluido del mismo. 
 

En cuanto a la causal de nulidad que se configura frente a la expedición de manera 

irregular de la licencia urbanística que nos ocupa, debe señalarse que los actos 

administrativos tienen un procedimiento previo de formación al que deben sujetarse; de 

manera que cuando este es desconocido o se surte sin tener en cuenta las reglas 

jurídicas y los principios que rigen a la actuación administrativa, se genera una 

irregularidad en la formación del acto que se extiende hasta su validez una vez ha sido 

expedido, tal y como ocurrió en el presente caso con la Curadora Urbana No. 3 de 

Bogotá. 
 
La Constitución Política, las leyes, los reglamentos y reiterada jurisprudencia del Consejo 

de Estado han puesto de presente la necesidad de que los procedimientos previstos en 

las diferentes normas, deben cumplirse, esto es la garantía del debido proceso y está 

ceñido al principio de legalidad y por tanto, de obligatorio cumplimiento y que no puede 

ser subsanado de manera posterior, de manera que la infracción del procedimiento 

reglado, debe dar lugar a la declaratoria de nulidad. 
 
La decisión adoptada por la Curadora Urbana No. 3 de Bogotá, mediante la Resolución 

11001-3-20-0980 del 26 de junio de 2020, a través de la cual otorgó a la Urbanizadora 
Marval licencia de urbanización y construcción en las modalidades de cerramiento y obra 

nueva  en  el  predio  Otero  de  Francisco  –  Humedal  El  Burrito,  no  cumple  con  los 
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presupuestos constitucionales, legales, ni jurisprudenciales sobre la formación del acto 
administrativo, en este caso, se materializó un vicio insalvable, que debe dar lugar a 

declarar su nulidad. 
 

La Curadora Urbana No. 3 de Bogotá, al expedir la Resolución 11001-3-20-0980 del 26 de 

junio de 2020, lo hizo de manera irregular, al no respetar las normas a las que debía 

sujetarse conforme se ha demostrado en esta demanda. 
 

Sobre la falsa motivación, la Corte Constitucional ha determinado que “El deber de 
motivación de los actos administrativos que (por regla general) tiene la Administración, 
hace efectiva la cláusula de Estado de Derecho, el principio democrático, el principio de 
publicidad en las actuaciones de la Administración, al tiempo que permite a los asociados 
contar con elementos de juicio suficientes para ejercer su derecho de contradicción y 
defensa a fin de acudir ante las instancias gubernativas y autoridades judiciales para 
controlar los abusos en el ejercicio del poder. De esta forma a la Administración 

corresponde motivar los actos, esto es, hacer expresas las razones de su decisión16” 

 
La motivación del acto administrativo “corresponde a las circunstancias de hecho y de 
derecho que en cada caso inducen a su expedición, o lo determinan, puesto que la 
Administración no puede actuar caprichosamente, es por esto que en las actuaciones 
fundamentalmente regladas, sus actos están casi totalmente determinados de 

antemano17”, lo que implica que su omisión o una motivación indebida implica un defecto 
sustancial en el acto de la Administración y de los particulares que cumplen funciones 
públicas, que lo hace contrario al ordenamiento jurídico. 

 
De manera expresa la jurisprudencia administrativa ha señalado que: “El acto de la 
Administración obedece a unas circunstancias fácticas y legales anteriores a su 
expedición, las cuales deben ser expresadas en el cuerpo de la decisión, salvo excepción 
legal, con el objeto de que los afectados con el acto conozcan las razones que influyeron 
para su expedición, ya que “la Administración no puede actuar caprichosamente, sino que 
por el contrario, debe hacerlo respondiendo a las circunstancias de hecho y derecho que 

en cada caso correspondan”18. 

 
La obligación de motivar las decisiones que adoptan las entidades públicas y de los 

particulares que cumplen funciones públicas, debe incluir la totalidad de los aspectos que 

es  necesario  tener  en  cuenta  para  justificar  la  decisión,  como  reiteradamente  lo  ha 

 
 

16 
Corte Constitucional. Sentencia SU-917 de 2010. M. P. Jorge Iván Palacio. 

17 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia de 25 de febrero de 2009. C. P. 

Myriam Guerrero de Escobar. Exp. 15797. 
18  HÉCTOR ESCOLA. Tratado general de procedimiento administrativo, Buenos Aires, Ediciones Depalma, 1975. pág. 
89. 
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indicado la doctrina y la jurisprudencia, que la motivación no se cumple con cualquier 
fórmula de carácter general, sino que ella ha de ser suficiente, esto es ha de dar razón 

plena del proceso lógico y jurídico que ha determinado la decisión en cada caso concreto. 
 

En esta demanda se ha demostrado de manera clara y contundente, que la Curadora 

Urbana No. 3 de Bogotá, al expedir la Resolución 11001-3-20-0980 del 26 de junio de 

2020, actuó de manera contraria a la ley y el reglamento. 
 

En cuanto a la causal de haber expedido el acto administrativo citado con desviación de 

las atribuciones propias de quien los profirió, es importante citar apartes de la 

Sentencia 00942 de 2018 Consejo de estado, Sala de lo Contencioso Administrativo 

Sección Segunda, Subsección A Consejero Ponente: RAFAEL FRANCISCO SUÁREZ 

VARGAS del 22 de febrero de 2018.Rad. No.: 25000-23-25-000-2008-00942-01(1635-17) 
 

2.4. Del desvío de poder 
(…) 
Según lo dispone el artículo 84 del CCA, se podrá pedir la nulidad de un acto 

administrativo cuando se dicta con desviación de las atribuciones propias del 
funcionario o corporación que lo profirió. Es decir, cuando el acto si bien fue 

expedido por órgano o autoridad competente y con las formalidades debidas, en 

realidad persigue fines distintos a los que ha fijado el ordenamiento jurídico(12). 
 

El Consejo de Estado(13) ha señalado que este vicio está referido a «…la 
intención con la cual la autoridad toma una decisión persiguiendo un fin diferente al 
previsto por el legislador, que obedece a un propósito particular, personal o 

arbitrario». 
 

La desviación de poder se puede presentar aun en los actos administrativos de 

naturaleza discrecional, pues tal prerrogativa no puede ejercerse de manera 

arbitraria o exceder los lineamientos previstos en el ordenamiento jurídico; por 
consiguiente, además de los requisitos objetivos que legalmente se exigen, es 

preciso que el retiro esté inspirado en razones del buen servicio.14 
 

Por ello, demostrar la causal de desviación de poder implica llevar al juzgador a la 

convicción plena de que la intención de quien profirió el acto se alejó de la finalidad 

del buen servicio y se usó con fines distintos a los previstos por la norma. Cuando 

se invoca este vicio, necesariamente, la prueba ha de encontrarse en 

circunstancias anteriores a la determinación que se acusa, pues se trata de 

establecer, precisamente, la intención del funcionario que expide el acto, que es 

previa a la toma de la decisión. 
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12 Berrocal Guerrero, Luis Enrique. Manual del acto administrativo, Librería 
ediciones del profesional Ltda. , Bogotá, Colombia, 2014, página 547. 

 
13 Sección Segunda, Subsección A, sentencia del 7 de marzo de 2013. 
Expediente 0105-12. Consejero ponente: Gustavo Eduardo Gómez 

Aranguren. 

 
En el caso que nos ocupa, la Curadora Urbana No. 3 de Bogotá, a pesar de ser 
conocedora de la norma, por cuanto es de aplicación cotidiana, es su razón de ser, 
además de que el desconocimiento de la ley no sirve de excusa, y sin que mediara 

justificación legal alguna, decidió de manera irregular otorgar la licencia urbanística 

mediante la Resolución 11001-3-20-0980 del 26 de junio de 2020, a sabiendas de que 

esa decisión podía llevar a la declaratoria de nulidad de la misma. 
 

De acuerdo con lo expuesto, la Curadora Urbana No. 3 de Bogotá actuó en contravía con 

lo dispuesto en el artículo 121 constitucional y en las normas que regulan las licencias 

urbanísticas y las medidas de aislamiento preventivo obligatorio dictadas por el gobierno 

nacional en el marco de la pandemia ocasionada por el COVID-19, de manera que se 

reitera la solicitud de que se declare la nulidad de la Resolución 11001-3-20-0980 del 26 

de junio de 2020 y demás PRETENSIONES 
 
 
 

 

V. PRUEBAS Y ANEXOS 
 

 

 

Solicito al respetado Juez tener como pruebas documentales dentro del proceso judicial 
los Anexos que se enuncian a continuación y que se aportan con la presente demanda: 

 

VIII. PRUEBAS Y ANEXOS 

De manera respetuosa solicito al señor Juez tener como pruebas y anexos los siguientes 

documentos: 
 

1. Anexo  1.  Fotocopias  cédulas  de  ciudadanías  de  demandantes  y  certificación  de 

posesión como Concejalas de Bogotá. 
2. Anexo 2.Copia de la Resolución 11001-3-20-0980 del 26 de junio de 2020, expedida 

por la Curadora Urbana No. 3 de Bogotá. 
3. Anexo 3. Escrito del 23 de enero de 2020, dirigido por la Procuradora Judicial 30 

Ambiental y Agraria de Bogotá a la Curaduría Urbana No. 3 de Bogotá. 
4. Anexo 4. Respuesta de la Curadora Urbana No. 3 de Bogotá a la solicitud de la 

Concejala María Susana Muhamad González. 
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5. Anexo 5. Copia de la respuesta de la Curadora Urbana No. 3 de Bogotá a la solicitud 

formulada por la Congresista María José Pizarro. 
 

 
 

VI. NOTIFICACIONES 
 

 

 

Dirección para notificaciones: 
 
De conformidad con el artículo 3 del Decreto legislativo 806 del 4 de junio de 2020, se 

indican las direcciones de correo  electrónico a las cuales pueden dirigirse  las 

comunicaciones y notificaciones: 
 
A la demandada: 

 

Curadora Urbana No. 3 de Bogotá ANA MARÍA CADENA TOBÓN. 
Dirección: Autopista Norte. # 95-31, Bogotá, D.C. 
Teléfono: (571) 5190660 
correo electrónico: notificaciones.Cu3.bogota@curaduria3.co y info@curaduria3.co 

 

A las demandantes: 
 

María Susana Muhamad González, al correo-e: msmuhamad@concejobogota.gov.co 
 

Ana Teresa Bernal Montañez, al correo-e: atbernal@concejobogota.gov.co 
 

A Heidy Lorena Sánchez Barreto al correo-e: hlsanchez@concejobogota.gov.co 
 

A María Victoria Vargas Silva al correo-e: mvvargas@concejobogota.gov.co 
 
 

Adicionalmente  solicito  que  se  notifique  al  Ministerio  Público,  en  desarrollo  de  lo 

preceptuado por el Artículo 172 del CPACA. 
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Continuación. Demanda Nulidad en contra Resolución 11001-3-20-0980 de Curaduría Urbana No. 3 de 

Bogotá 

 

 
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 6 del Decreto legislativo 806 del 4 de junio 

de 2020, en atención a que la presente demanda va acompañada de la solicitud de 

medida cautelar, no se remite copia de la misma a la parte demandada. 
 
 

Cordialmente, 

 

 
 
 
 
 

ANA TERESA BERNAL MONTAÑEZ 
C.C. 41.688.001 

 
 
 
 
 

HEIDY LORENA SÁNCHEZ BARRETO 

C.C. 1.019.031.594 

 

 
CC. 41.637.657 

 
 
 
 

MARÍA VICTORIA VARGAS SILVA 

 
 
 

MARÍA SUSANA MUHAMAD GONZÁLEZ 

C.C. 32.878.095 de Bogotá 
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Continuación. Demanda Nulidad en contra Resolución 11001-3-20-0980 de Curaduría Urbana No. 3 de 

Bogotá 

 
 

Anexos: Lo anunciado 

Copia: N/A 

Elaboró: Rodrigo Negrete Montes - Asesor 

Revisó: N/A 
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Proc 30 Jud II Agraria Bogotá,    ,  , 
Línea gratuita para todo el país: 01 8000 940 808 (571) 5878750  , 

 , www.procuraduria.gov.co, NIT. 899999119-7 

Bogotá D.C enero 2020 
 
  
 Cítese al contestar 018 
  
  
Arquitecta 
ANA MARIA CADENA TOBOÓN 
Curadora Urbana No. 3 
Bogotá D.C 
 
 
Ref. Advertencias situación jurídica predio denominado “Otero de Francisco”, 
- humedal “El Burrito” trámite licencia de construcción. 
 
 
Cordial Saludo,  
 
La Procuraduría Delegada para Asuntos Ambientales y Agrarios tiene conocimiento 
de la solicitud de licencia de construcción que actualmente se encuentra en trámite 
ante la Curaduría No. 3 de Bogotá, para un proyecto urbanístico que se pretende 
desarrollar en un del terreno identificado como lote 5 del predio denominado Otero 
Francisco, ubicado en la AK 86 # 8D -01, cuyo interesado es la constructora Marin 
Valencia S.A, Marval. 
 
Ahora bien, para el ministerio público  ambiental resulta pertinente hacer las 
siguientes advertencias en torno a la situación jurídica que actualmente presenta el 
predio el cual recae la solicitud aludida: 
 
Mediante la resolución No. 1238 de 2012 la Secretaria Distrital de Ambiente adoptó 
como medida preventiva una serie de medidas de protección considerando que 
dicho predio eventualmente podría considerarse un humedal o ser parte integral del 
área contigua al Parque Ecológico Humedal del Burro, entre las cuales se 
establecieron las siguientes: 
 

1. Detener los procesos de desarrollo urbano que puedan afectar las funciones 
ecosistémicas del Humedal El Burrito y su área de amortiguación, mientras 
se realizan los estudios pertinentes para la inclusión del humedal en la 
delimitación del PEDH El Burro.  
 

2. Impedir cualquier actividad o acción que tenga el potencial de generar daños 
o riesgo a la integridad del ecosistema denominado “El Burrito” 
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Posteriormente, mediante resolución No. 03643 de diciembre 16 de 2019, la 
autoridad ambiental distrital procedió a derogar la resolución No. 1238 de 2012 y 
por ende, las medidas de protección ordenadas en dicho acto administrativo 
perdieron vigencia, sin embargo, la actual administración ha manifestado ante la 
Procuraduría la necesidad de revisar dicha decisión considerando pertinente 
realizar estudios técnicos adicionales por parte de entidades idóneas que le 
permitan soportar con mayor certeza las medidas que sobre el predio se requieran 
adoptar.    
 
Así las cosas, en mi calidad de Procuradora Judicial 30 Ambiental y Agraria, en uso 
de mis facultades preventivas establecidas en la Constitución Nacional y el decreto 
262 de 2000, solicito comedidamente, en pro de garantizar derechos colectivos, en 
especial el ambiente que eventualmente podrían verse afectados, en el marco de 
las normas que los regulan, tomar las medidas preventivas que le resulten 
pertinentes de conformidad con los hechos advertidos en el presente escrito.   
 
 
Atentamente,  
 
 
 
 
 

 
OLGA LUCÍA PATIN CURE 

Procuradora 30 Judicial Agraria y Ambiental. 
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